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El pueblo Embera Katío es “uno de los pueblos Embera que existen en Colombia. Entre 
antropólogos, lingüistas y entre las comunidades Embera se han ido diferenciando los 
pueblos Embera Chamí, Embera Katío y Eperara siapidara” (Aguirre & Llerena, 2008). 
Los Embera Katío son un pueblo que ha sido caracterizado por el Ministerio de Cultura 
de la siguiente forma: 
 
Ha sobrevivido al abandono histórico, al conflicto armado y a los intereses de terceros 
que han querido apropiarse de sus riquezas, cuyas consecuencias desembocan en una 
sistemática violación a los mandatos constitucionales, afectando el derecho a la vida, a 
la integridad y la seguridad personal, así como también sobre los derechos 
fundamentales de esta etnia: autonomía, identidad y territorio. La constante migración a 
los principales centros urbanos del país a enfrentar otros tipos de violencia y de culturas 
hoy mantiene a los Embera Katío en situación de riesgo (Ministerio de Cultura, 2015, p. 
56).  
 
Este pueblo posee diversas problemáticas ocasionados por la minería ilegal y legal, 
desplazamiento forzado, falta de ayuda humanitaria, precariedad de alimentos y 
servicios públicos entre otras. Según el Ministerio de Cultura:  
 
En territorios desconocidos que carecen de las condiciones ambientales que les 
permitan su reproducción física y cultural, los indígenas Embera Katío están condenados 
al exterminio; sin embargo, han llegado a las ciudades, han sobrevivido al drama del 
desplazamiento, al racismo, la indolencia, al asistencialismo institucional y a los retornos 
sin garantías. Las problemáticas estructurales se mantienen en el territorio donde 
continúan siendo sus derechos fundamentales vulnerados. La violación a los derechos 
de vivienda digna, salud, educación, seguridad alimentaria, trabajo, vías y proyectos 
productivos, entre otros, obligan a los Embera a permanecer en una espiral ascendente 
de desplazamiento a las grandes ciudades (Ministerio de Cultura, 2015, p. 56). 
 
El Ministerio de Cultura y la Organización Nacional Indígena de Colombia mencionan 
la situación de riesgo en la que se encuentra el pueblo Embera Katío, la cual fue 
reconocida por la Honorable Corte Constitucional en el Auto 004 del 2009, a través del 
cual se ordenó al gobierno nacional formular un plan nacional de garantía de los 
derechos de los pueblos indígenas, y planes de salvaguarda étnica para 34 pueblos 
que se consideraron en especial grado de vulnerabilidad, entre los que se encuentra el 
pueblo Embera Katío; lo cual, a su vez, se enmarca en el seguimiento a la superación 
del estado de cosas inconstitucional declarado en la Sentencia T-025 de 2004. Las 
comunidades indígenas en general, a lo largo y ancho de la historia, se han encontrado 
en estos espirales de violencia, caracterizados por el desplazamiento forzado, 
propiciado por grupos al margen de la ley, y por diversas problemáticas adicionales 
que han venido vulnerando sus derechos humanos fundamentales como seres 







Genocidio, etnocidio, racismo, segregación constituyen procesos directamente 
relacionados de una u otra forma con la historia de los pueblos indígenas del mundo, al 
igual que resistencia, rebelión, sincretismo y transformación constante de sus formas de 
lucha contra la discriminación, opresión y explotación bajo el marco de las diferentes 
matrices raciales, culturales y de clase que han impuesto los colonizadores y sus 
descendientes, que en muchos de los casos constituyen las clases dominantes en las 
diferentes sociedades nacionales (López, 2006, p 22). 
 
Dentro del territorio colombiano,  
 
El Observatorio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República elaboró un 
diagnóstico sobre el pueblo Katío (2009), en el cual expone la problemática del 
desplazamiento forzado, pero también se visibilizan la presencia de grupos ilegales en 
los territorios indígenas explicando esta dinámica por la ubicación de la mayoría de su 
población en tres departamentos que, a nivel Nacional, presentan altos niveles de 
confrontaciones armadas (como se citó en Ministerio de Cultura, 2015).  
 
En la actualidad su mayor problemática es la restitución de derechos territoriales en pro 
del cumplimiento de la Sentencia 007 de 2014 en favor del pueblo indígena del 
resguardo de Tahami del Alto Andágueda, como resultado de todo lo anterior, el 23 de 
septiembre del 2014, el Tribunal Superior de Antioquia, Sala Civil Especializada en 
Restitución de Tierras de Medellín, Antioquia, profirió la Sentencia 007, la cual buscaba 
la restitución de los derechos territoriales del pueblo Embera Katío del Alto Andágueda, 
como consecuencia de la situación de desplazamiento en la que se vio envuelta1.  
 
Dentro de este contexto, esta investigación busca analizar este proceso de restitución 
de derechos territoriales del pueblo Embera Katío, del resguardo Tahamí del Alto 
Andágueda, en sus diferentes etapas procesales y, en especial, los obstáculos que se 
han presentado en su ejecución, sobre todo aquellos relativos a los títulos mineros que 
fueron otorgados respecto de este territorio. La pregunta guía que se eligió en la 
investigación se refiere a identificar la efectividad del proceso de restitución de derechos 
en este caso concreto, es decir, si es a través de un proceso judicial, como el que nos 
compete, que se puede responder a las exigencias territoriales de los pueblos indígenas. 
 
La hipótesis es que estos procesos judiciales no tienen las herramientas necesarias que 
puedan satisfacer las necesidades de los pueblos indígenas en materia territorial. Sobre 
todo, por la falta de un diseño y apropiada ejecución de un enfoque diferencial étnico. 
Para ello, en primer lugar, se buscará describir el pueblo indígena objeto de estudio; en 
segundo lugar, se precisarán las razones que llevaron a este pueblo a abandonar su 
territorio, como consecuencia del conflicto armado interno; en tercer lugar, se expondrá 
cómo la minería legal e ilegal ha ido afectando el territorio del resguardo; en cuarto lugar, 
con base en lo anterior, se comenzará la descripción del proceso de restitución de 
                                                          







derechos territoriales objeto de la investigación; y, en último lugar, se analizará como la 
situación de cosas inconstitucionales encontrada por la Corte Constitucional, respecto a 
este pueblo indígena, permanece sin solución. 
 
1. Comunidad Embera Katío 
 
1.1 Comunidades indígenas: Sujetos a múltiples violencias  
 
Las comunidades indígenas en Colombia son parte fundamental del país, y las raíces 
culturales que se aprecian hoy en día, no solo enriquecen nuestro patrimonio cultural, 
sino que gracias a ellas la naturaleza se conserva en los sitios que habitan. En efecto, 
estas comunidades no solo protegen su entorno natural, sino que su cultura se 
encuentra inscrita en la historia de los países donde habitan, y Colombia no es la 
excepción: a lo largo y ancho del territorio se encuentran diversos grupos étnicos que 
luchan día a día por no perder su linaje, y seguir habitando aquellos territorios que para 
ellos son sagrados y representan su vida, bienestar y futuro. Naciones Unidas define a 
las comunidades indígenas de la siguiente forma:  
Son comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continuidad 
histórica con las sociedades anteriores a la invasión y pre coloniales que se desarrollaron 
en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de las sociedades que ahora 
prevalecen en esos territorios o parte de ellos. Constituyen ahora sectores no dominantes 
de la sociedad y tienen la determinación de preservar, desarrollar y trasmitir a futuras 
generaciones sus territorios ancestrales y su identidad étnica como base de su existencia 
continuada como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones culturales, sus 
instituciones sociales y sus sistemas legales (ONU, 1989)2. 
 
Las problemáticas que sufren los grupos étnicos a nivel mundial, los golpean de 
diferentes formas, desde violaciones a sus territorios, opresión y discriminación por su 
cultura, así como aislamiento social y falta de apoyo por parte del Estado. En efecto, 
se trata de “grupos étnicos, raciales o nacionales sujetos a discriminación, explotación 
y opresión adicional, preferencial en los aspectos estructurales y súper estructurales 
de las sociedades divididas en clases”3 (López y Rivas y Perera, 07-12/1979, pp. 150-
157), distintos tipos de violencia que tienen origen en el Estado o en particulares con 
alguna relación de poder sobre estos pueblos. Es importante mencionar que:  
 
Los pueblos indígenas en el mundo confrontan, desde su diferencia con los demás 
sectores de las poblaciones nacionales, las políticas de los aparatos estatales 
                                                          
2 Según el Convenio 169 de la OIT, son “Considerados indígenas por el hecho de descender de 
poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época 
de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, 
cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas” (Convenio 169 de la OIT, 1989). 
3 López y Rivas, G. y Perera, E. (07-12/1979). El concepto de “minoría subordinada”; elementos para su 







administrativos, judiciales, civiles, militares, corporaciones capitalistas, grupos de poder 
político y económico, mafias del crimen organizado, organizaciones patronales, 
denominaciones religiosas, conflictos bélicos de variada naturaleza, hambrunas, 
epidemias, etcétera, que en su mayor parte atentan contra su integridad territorial, 
recursos naturales, conocimientos ancestrales, formas de organización social, lenguas, 
culturas e, incluso, la integridad física y la existencia misma de los pueblos (López, 2006, 
p. 77). 
 
Sin embargo, las poblaciones indígenas luchan en pro de sus derechos fundamentales, 
para garantizar su bienestar físico, psicológico y social que les permita continuar con el 
legado histórico y étnico que representan.  
 
1.2 El pueblo Embera Katío objeto de estudio 
 
El pueblo indígena Embera Katío, que protagoniza el proceso judicial que se va a 
analizar, se encuentra ubicado en el resguardo indígena Tahamí del Alto Andágueda 
(río Andágueda), en el municipio de Bagadó, en la parte oriental del Departamento del 
Chocó. Limita por el nororiente con los municipios de Betania y Andes del 
Departamento de Antioquia, en el noroccidente con los municipios del Carmen y Lloró 
del Departamento del Chocó, al occidente limita con el río Churina afluente del 
Andágueda, por el suroriente con los municipios de Mistrató y Pueblo Rico del 
Departamento de Risaralda y por el sur con el Consejo Comunitario mayor de la Opoca 
(Cocomopoca) de Bagadó4.  
 
El resguardo “fue adjudicado por el Incora, hoy ANT, el 13 de diciembre de 1979 según 
Resolución 0185 del 13-dic-1979; cuenta con 50.000 hectáreas en las que habitan 
cerca de 8000 Embera Katíos; se encuentra dividido en 33 comunidades agrupadas en 
3 zonas. Zona 1: Alto de Chichidó, Cevedé, bajo Curripipí, Aguasal, Conondo, Mázura, 
Uripa, Palma, Dosquebradas Quimpará, Zona 2: Brisa, Pasagueda, Pescadito, Iracal, 
el salto, Alto Muidó, Cascajero, Península, río Colorado, Matecaña, Ocotumbo, Alto 
Andiadó, Churina, Alto Playa, Quebrada monte, Mojarrita e Iguanero y zona 3: Vivicora, 
Limón, Palmira, Santa Isabel, Mutatá y La Esperanza”5. El resguardo de Tahamí del 
Alto Andágueda, donde se encuentra gran parte de la población Embera, es de difícil 
acceso, como se muestra en el siguiente mapa y lo reafirma el Ministerio de Cultura:  
 
Si bien las condiciones de acceso son en extremo difíciles, los indígenas han sabido 
sortear con ellas, las afectaciones al tejido cultural y social del pueblo Embera Katio del 
Alto Andágueda se perciben en mayor medida en las comunidades de la zona 1 y la zona 
2. En la zona 1, en especial en Cevedé, Aguasal y Conondo por ser de las comunidades 
más numerosas y con mayor presencia institucional, allí los indígenas han aprendido a 
vivir del asistencialismo de las instituciones y de los "proyectos", hay una mayor 
                                                          








dependencia y una ruptura de sus usos y costumbres, por ejemplo en el 2012 el 
resguardo se encontraba en situación de emergencia a causa de bombardeos 
producidos por el ejército nacional que obligó a los indígenas de otras comunidades a 
desplazarse masivamente a la comunidad de Aguasal (Ministerio de Cultura, 2015). 
 
 
Mapa 1. Población de los Embera Katío según Censo 2005. 
 
Fuente: Ministerio del interior (2018). 
 
El censo realizado por el Dane en el 2005, arrojó una información estadística consistente 
en que 38.259 personas se autorreconocen como pertenecientes al pueblo Embera 
Katío, siendo el 50,7% hombres y 49.3% mujeres. Igualmente reportó que Antioquia, 
Chocó y Córdoba, son los departamentos receptores de la mayor cantidad del pueblo 
Embera Katío así: 33, 5% de la población (12.815 personas), 26.5% (10.148 personas) 
y 13,4% (5.132 personas) respectivamente, lo cual corresponde al 73.4% de la 
población Embera Katío. 
 
En los últimos 15 años se encuentran dispersos y/o desplazados en las capitales 
urbanas: Pereira, Medellín, Bogotá, Ibagué, Quibdó, Cali y Andes (Antioquia). Según el 










Tabla 1. Indicadores demográficos del pueblo Embera-Katío 
 
Fuente: Censo Dane 2005. 
 
La economía de esta población ha tenido diversas variaciones a través de los años, 
pero se basa en “el cultivo del maíz, seguido por el plátano. Del maíz extraen la harina 
que llaman ‘monía’. También se destacan por ser buenos cazadores, labor desarrollada 
por los hombres, mientras las mujeres se dedican al cuidado del hogar, la pesca, la 
huerta casera y cría de especies menores. Los perros son empleados en la cacería” 
(Arango, 2006). 
 
 Actualmente y gracias al desplazamiento forzado, algunos de los integrantes del grupo 
étnico se dedican a diversas labores agropecuarias y operarias en distintas ciudades o 
municipios cercanos a los resguardos donde habitaban, desempeñando labores de 
índole tecnificado o no relacionado con el de sus territorios. Por otro lado, dentro de la 
concepción que todos los grupos Embera tienen del territorio, se identifica una 
cartografía social y sagrada la cual se muestra a continuación.  
 
Tabla 2. Concepción del territorio Embera  
 
Fuente: Ministerio de Cultura (2015), con base en Atlas para la Jurisdicción Especial Indígena 










1.2.1 Aspectos históricos de los Embera Katío  
 
La población Embera Katío, así como otros grupos indígenas, ha tenido diversos 
cambios a través de los años, como consecuencia de la perturbación que le han dado 
a sus resguardos o territorios, han sido producto de diversos atropellos y desigualdades 
sociales a través de los años. En este orden los Embera, conocidos como indígenas 
Chocó en tiempos prehispánicos, compartían diversos aspectos culturales como la 
lengua nativa, jaibaná, movilidad, gobierno no centralizado, y la organización social en 
unidades familiares (Ulloa, 1992, p. 45). Al respecto de este pueblo, el Ministerio de 
Cultura dice:  
 
Cuando los primeros Embera llegaron al Andágueda, lo hicieron escapando de los 
españoles, quienes en su fiebre por la búsqueda del dorado chocoano llevaron a los 
indígenas a alejarse a las cabeceras de los ríos; allí encontraron un lugar para su 
sobrevivencia, (…) La figura del Jaibaná ha sido de especial relevancia en la historia del 
Alto Andágueda ha estado ligada a la protección de la comunidad y del territorio, son 
quienes a través de sus cantos y bastones de mando alejan a los malos espíritus que 
causan la enfermedad, y son quienes poseen el control de los sitios sagrados, aquellos 
lugares en el resguardo alejados de las comunidades donde encierran los malos espíritus 
que llevan la enfermedad y la muerte (Ministerio de Cultura, 2015). 
 
Tal y como lo manifestara Ulloa a pesar de que el territorio fue fraccionado por diversas 
situaciones como la conquista, la colonización y el contacto con otras culturas, se 
mantuvo la cohesión cultural en lo que respecta al idioma, la tradición oral, el jaibanismo 
y la organización social, dando paso además a nuevas formas de organización política 
con organizaciones regionales (Ulloa, 2004, p. 55). Es así, cuando;  
 
En 1979 surge en el Chocó la OREWA6, hoy Asorewa quien inicia la tarea de organizar y 
posicionar cabildos y resguardos en torno a las reclamaciones respecto al reconocimiento 
de la identidad cultural, la autonomía territorial7, política social y administrativa de los 
pueblos indígenas del Chocó; nace de una dinámica asociada a los movimientos sociales 
y las luchas de las demandas populares por el reconocimiento de sus derechos. El 13 de 
diciembre de 1979, a través de la Resolución 0185 del Incora los indígenas Embera Katío 
obtienen el título de resguardo del territorio de 54.000 hectáreas esto no limita la 
presencia y el interés de paisas en la zona y la explotación de las minas (Ministerio de 
Cultura, 2015, p. 97).  
                                                          
6 “La historia de hambre y sangre de los Embera, el ejército se involucra en su guerra a los indígenas, 
pagándoles para que mataran guerrilleros y de esta manera las contradicciones se agudizan entre 
indígenas y paisas. En 1987 inicia la guerra entre los mismos indígenas, se intensifica el conflicto en esta 
zona llegando a una degradación más fuerte de las formas de violencia contra el pueblo Embera Katío, 
hecho que se venía dando desde hacía una década. La presencia de múltiples factores externos en su 
territorio y los recursos obtenidos por la mina de oro hacen que el Embera conozca el dinero, e inicie su 
trabajo de jornal en las fincas vecinas dejando de lado el trabajo en su propia tierra, acción que en su 
momento se presentó como una estrategia de algunos hombres para huir de la guerra y los 
enfrentamientos internos por el control de la mina y la cadena de venganza” (Ulloa, 2004, p. 48). 
7 “La existencia de minas de oro en el Andágueda despertó la avaricia de paisas que llegaron a apropiarse 
de las minas de los indígenas con la contribución de la policía. La explotación se da y los indígenas 
vuelven a ser esclavos en su tierra por los intereses de terceros sobre el recurso minero, a la llegada de 
los mineros, en los años 80 se desató una guerra que dejó muchos muertos indígenas, generada por la 








El Ministerio de Cultura, ha señalado que hubo factores que desencadenaron en la 
separación de comunidades Embera, entre los cuales se pueden identificar los 
procesos de conquista y colonización, la presencia de misiones evangelizadoras, 
colonos y fraccionamiento de sus tierras. Lo anterior, trajo como consecuencia que se 
presentaran desarrollos diferentes en las comunidades debidos a los diversos 
contextos naturales que habitaban, y a las interacciones nuevas que tuvieron que 
afrontar (Ministerio de Cultura, 2010, p. 98).  
 
Sin embargo,  
 
el colectivo Embera, como resultado de los procesos propios de la Conquista y la 
Colonia, la introducción de misiones evangelizadoras, y la avanzada de colonos en sus 
tierras, y el fraccionamiento de sus tierras, entre otros factores, dispersaron a diversas 
comunidades Embera y condicionaron desarrollos disímiles, a partir de los contextos 
naturales en los que se albergaron, y condicionados también por el tipo de poblaciones 
y de interacciones que afrontaron y que ejercieron diferentes influencias en cada grupo 
asentado en diferentes territorios (Ministerio de Cultura, 2010, p. 96). 
 
En 1980, el resguardo indígena bajo estudio, según el Instituto Agustín Codazzi, se 
observaba de la siguiente manera.  
 
2 Conflicto armado y desplazamiento 
 
2.1 Conflicto armado en Colombia 
 
El sistema de gobierno más perfecto es aquel que produce mayor suma de felicidad posible, 
mayor suma de seguridad posible y mayor suma de estabilidad política  
Simón Bolívar 
 
El conflicto armado a nivel mundial hace referencia a problemáticas internas o 
internacionales entre regiones o países, que conllevan a problemáticas sociales y a la 
inestabilidad de la nación por la violencia, desplazamientos, violación de derechos 
humanos en general. El conflicto armado es entendido como; “todo enfrentamiento 
protagonizado por grupos de diferente índole (tales como fuerzas militares regulares o 
irregulares, guerrillas, grupos armados de oposición, grupos paramilitares o 
comunidades étnicas o religiosas) que, utilizando armas u otras medidas de 
destrucción, provocan más de 100 víctimas en un año” (Escola de Cultura de Pau, 







Una de las formas más comunes en las que un pueblo puede relacionarse con otro o 
incluso consigo mismo y esto tiene que ver con el hecho de que la violencia ha Estado 
siempre presente en las sociedades humanas a través de elementos como la jerarquía, 
la desigualdad social, la intolerancia, la discriminación, etc. (Centro Nacional de Memoria 
Histórica, 2009, p. 90). 
 
Ahora bien, el conflicto armado deja en cada paso un alto índice de víctimas, las 
cuales son definidas como: los miembros de la “población civil que sufren perjuicios en 
su vida, grave deterioro en su integridad personal y/o bienes, por razón de actos que se 
susciten en el marco del conflicto armado interno tales como: atentados terroristas, 
combates, ataques y masacres, entre otras” (Ley 418/1997, art. 15). En suma, la Ley 
1448 de 2011, determinó:  
 
Artículo 3º. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas 
personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 
ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las 
normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno (Ley 1448 de 2011). 
 
El conflicto armado deja cada día miles de víctimas debido a los enfrentamientos 
violentos entre los entes involucrados, el desplazamiento forzado, las violaciones a los 
derechos humanos y, por supuesto, a la alteración social que todo esto implica. La Ley 
975 de 2005, por su parte, expone lo siguiente respecto a las víctimas:  
Se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños 
directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de 
discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, 
pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán 
ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas 
por grupos armados organizados al margen de la ley. También se tendrá por víctima al 
cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de 
consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida (Ley de Justicia y Paz,  art. 5). 
 
Por ello, las problemáticas de las víctimas han sido consideradas en la legislación 
colombiana e internacional y procuran proteger sus derechos fundamentales, 
garanticen su integridad social y personal, donde adquieren un estatus legal que les 
permite acceder y defender dichos derechos (Camacho, 2009, p. 15). El conflicto 
armado en Colombia ha terminado con la tranquilidad de los colombianos8, en especial 
de aquellas comunidades indígenas perjudicadas, gracias al desplazamiento forzado, 
                                                          
8 “La mayor parte de los conflictos armados se deben a varias causas acumuladas. Las más frecuentes 
son la lucha para acceder o para mantener el poder político, por el grado de autonomía o de 
independencia de ciertas regiones, por el control del territorio (territorio con un valor histórico o religioso, 
territorio rico en recursos naturales) o por la población (marginación regional o colonización de ciertas 
comunidades por otras). A estos factores que pueden desembocar en una guerra hace falta añadir otros 
factores que hacen posible que los conflictos lleguen a ser conflictos armados, como la posibilidad de 
comprar armas, el reclutamiento de soldados, o la utilización de los recursos naturales para financiar los 







violencia y las víctimas que ocasiona el conflicto en el país. En este orden, el Estado 
tiene el deber de garantizar a los ciudadanos una vida digna, donde se respeten sus 
derechos fundamentales, así como el cubrimiento de sus necesidades básicas para el 
bienestar social, económico e incluso psicológico, tal como se estipula en el art. 1 de la 
Constitución Nacional de Colombia de 1991:  
 
El Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general (Constitución Nacional 
de Colombia de 1991).  
 
Sin embargo, mantener la estabilidad de la ciudadanía es difícil para el Estado, donde 
“la descripción del conflicto se encuentra estrechamente relacionada con la naturaleza 
de sus actores, ya que no es lo mismo, para la sociedad y el Estado, en términos 
estratégicos, enfrentarse a una organización político-militar en el marco de un conflicto 
armado interno que a un grupo terrorista en un escenario de paz” (Pizarro, 2002, p. 13). 
Por ende, el conflicto armado es entendido como; “un período en curso desde 1960 
caracterizado por una guerra asimétrica de baja intensidad por grupos armados que se 
desarrolla en territorio colombiano” (Wallace, 2013, p. 34). En ese sentido, es  
 
Un fenómeno natural en toda sociedad, es decir, se trata de un hecho social 
consustancial a la vida en sociedad. Así mismo, las disputas son una constante histórica, 
puesto que han comparecido en todas las épocas y sociedades a lo largo de los tiempos. 
Incluso, el cambio social que determina toda la dinámica de la vida de los seres humanos 
es una consecuencia que debe ser imputada de modo mayoritario, aun cuando no de 
manera absoluta, al conflicto (Silva, 2008, p. 1). 
 
El conflicto armado en Colombia está dado “entre el Estado y guerrillas de extrema 
izquierda, sumándose décadas después grupos paramilitares de extrema derecha, los 
carteles de la droga y las bandas criminales. Ha pasado por varias etapas de brutalidad, 
en especial desde los años 80, cuando los grupos subversivos centraron sus ataques 
en la población civil, gracias al financiamiento de las actividades derivadas del 
narcotráfico” (Gómez, 2006, p. 32). 
 
2.2 Conflicto armado y la afectación al pueblo Embera Katío 
 
Las comunidades y pueblos indígenas a nivel mundial son una pequeña parte de la 
población, donde cada país trabaja de la mano de entidades para garantizar su 
integridad y derechos fundamentales y Colombia no es la excepción. En los últimos 







garantías jurídicas que les corresponden para la defensa de sus derechos humanos, 
los cuales fueron estipulados en la Constitución de 1991. No obstante, el gobierno 
colombiano, en seguimiento de la Sentencia T-025 de 2004, estipuló que  
El conflicto armado colombiano amenaza con el exterminio cultural o físico a numerosos 
pueblos indígenas del país. En el curso de la última década, el conflicto armado, 
reorientado por actividades relacionadas con el narcotráfico, que se desarrolla en 
Colombia se ha convertido en el principal factor de riesgo para la existencia misma de 
docenas de comunidades y pueblos indígenas a lo largo del territorio nacional, a través 
de complejos elementos que la Corte reseñará en el presente Auto. Esta amenaza ha 
sido la causa principal del desplazamiento de los indígenas (Auto 004 de 2009)9. 
 
Así mismo, 
Todos los que han tomado parte en este conflicto armado principalmente los grupos 
guerrilleros y los grupos paramilitares pero también, en ocasiones, unidades y miembros 
claramente identificados de la Fuerza Pública, así como grupos delincuenciales 
vinculados a distintos aspectos del conflicto interno- participan de un complejo patrón 
bélico que, al haberse introducido por la fuerza de las armas dentro de los territorios 
ancestrales de algunos de los pueblos indígenas que habitan el país, se ha transformado 
en un peligro cierto e inminente para su existencia misma, para sus procesos 
individuales de consolidación étnica y cultural, y para el goce efectivo de los derechos 
fundamentales individuales y colectivos de sus miembros (Auto 004 de 2009, p. 6). 
 
También  
se desmiembran las organizaciones y se lleva a las comunidades a situaciones de alta 
vulnerabilidad. Colombia ya tenía varios pueblos en riesgo de extinción por factores 
socioeconómicos; pero ahora el conflicto armado ha introducido varios pueblos nuevos 
en la lista de quienes padecen este riesgo, generando situaciones de urgencia que no 
han recibido una respuesta estatal acorde a su gravedad (Auto 004 de 2009, p. 6).  
 
En este sentido el, 
Reclutamiento forzado de menores, jóvenes y miembros de la comunidad por actores 
armados irregulares, con las gravísimas repercusiones que ello conlleva tanto para su 
vida e integridad personal, como para la seguridad de sus familias y comunidades de 
origen. En general, la situación de los menores de edad indígenas es de especial 
exposición y vulnerabilidad (Auto 251 de 2008 de la Corte Constitucional, p. 9). 
 
Pero el reclutamiento forzado, no es la única consecuencia del conflicto armado para 
los Embera Katío del Alto Andágueda, el  
homicidio, amenaza y hostigamiento de maestros, promotores de salud y defensores de 
los derechos de los indígenas por los actores armados irregulares. También la ocupación 
temporal de escuelas, viviendas y edificios comunitarios por los actores armados ilegales 
y, en ocasiones, por miembros de la Fuerza Pública. La utilización de las comunidades 
como escudos humanos durante los enfrentamientos, por parte de los actores armados 
ilegales (Auto 004 de 2009, p. 6).  
 
Otra consecuencia nefasta para los integrantes de la comunidad es la  
prostitución forzada, violencia sexual y enamoramiento de mujeres y jóvenes indígenas 
como táctica bélica, principalmente por parte de los actores armados ilegales. Estos 
                                                          








patrones materializan los riesgos especiales de género de la mujer indígena en el 
conflicto armado (Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional).  
 
A continuación, se relaciona la afectación por tipología del hecho victimizante de la 
población Embera Katío. 
 
Grafica 1. Hecho victimizante población Embera Katío 
 
Fuente: Cabildos Mayores (2018). 
 
El conflicto armado involucra a toda la comunidad con diferentes amenazas que atentan 
contra su pueblo es por ello que los líderes trabajan día tras día para mantener bajo 
control el territorio.  
Aunque el Consejo territorial indígena de la comunidad Emberá realiza recorridos para 
controlar los linderos del resguardo, establece vallas en algunos sitios y desarrolla 
acciones de control, estas se ven entorpecidas por la presencia de grupos armados que 
impiden el ingreso a estos sectores, y por la presencia de minas antipersonales y el 
peligro que estas representan para esta población (Cabildos Mayores ríos Verde y Sinú, 
2007).  
Ahora bien, “La situación de los Emberá, en el incremento del suicidio, especialmente 
en jóvenes, (…) se asocia al contexto de violencia, tensión y zozobra que viven las 
comunidades y por efecto de su desestructuración cultural” (Colombia, Ministerio de 
Interior, 2013, p. 10). 
 
También el Estado en pro de mejorar la situación de los Embera Katío estipuló  
la formulación del Plan de Salvaguarda, además de la información dispuesta por las 
organizaciones, se recurrió a las bases de información institucional, Dane en población, 
Ingeominas para acercarse a la realidad de la minería en los territorios Emberá, y al 
Sistema de Información sobre pueblos indígenas del Centro de Cooperación a Indígenas 
(Cecoin) para dar cuenta de las víctimas del conflicto (Colombia, Ministerio del Interior, 









Lo cual es respaldado por:  
la Corte Interamericana, a su vez, ha subrayado que los derechos territoriales de los 
pueblos indígenas se relacionan con el derecho colectivo a la supervivencia como 
pueblo organizado, con el control de su hábitat como una condición necesaria para la 
reproducción de su cultura, para su propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de 
vida (Rey, 2013, p. 14). 
 
2.3 Desplazamiento forzado de los Embera Katío  
 
El desplazamiento forzado es una consecuencia del conflicto armado en Colombia, y 
entre las comunidades más afectadas están los pueblos indígenas y, para este caso en 
particular, son múltiples los factores que según el criterio de la Corte Constitucional, 
alertan sobre la vulnerabilidad y fragilidad de la comunidad objeto de estudio. Dentro de 
los referidos factores, se encuentran, por ejemplo, su permanencia en centros urbanos 
en condiciones de alta debilidad social, la crítica situación de orden público en su 
territorio, así como intereses de terceros ajenos a la comunidad, que impiden e inciden 
en el ejercicio de autonomía y gobierno propio y restringen sus derechos territoriales. 
No obstante,  
El despojo territorial simple por parte de actores con intereses económicos sobre las 
tierras y recursos naturales de propiedad de las comunidades indígenas –sea porque 
forman parte de sus resguardos, porque están en proceso de titulación, porque forman 
parte de los territorios de proyección y ampliación de los resguardos, o porque forman 
parte de su territorio ancestral y aún no han sido reconocidas como tales por las 
autoridades–, así como por parte de colonos que invaden sus territorios. La precariedad 
en la titulación de tierras en algunos casos es un factor que facilita ampliamente el 
despojo y la invasión territorial; de esta manera, existe un entrelazamiento de los 
procesos de ampliación y saneamiento de resguardos con ciertos factores conexos al 
conflicto armado (presencia de actores armados, de cultivos ilícitos, o de actividades 
militares en zonas de ampliación) (Auto 004 de 2009). 
 
 La ONIC, en comunicación de junio de 2006 se ha referido a los territorios étnicos como 
aquellos que presentan mayor expulsión o desplazamiento, como quiera que son ricos 
en recursos naturales, los cuales los hace objeto de interés para su uso y dominio, a lo 
que se le suma la expectativa de valorización (PNUD, 2008). 
Grafica 2. Pueblo Embera Katío Alto Andágueda  
  








A causa del conflicto armado interno, aun después del acuerdo de paz, continúa el 
movimiento y desplazamiento de indígenas hacia las cabeceras municipales y hacia las 
grandes ciudades colombianas, con pocas posibilidades de retorno voluntario 
sostenible. En otros casos, varios pueblos indígenas se han visto obligados a 
concentrarse en un reducido espacio de tierra para sobrevivir, lo que ha puesto en 
riesgo su cultura propia y ha generado conflicto con otras comunidades locales (Acnur, 
2012). Sin embargo, dentro de las comunidades quienes sufren mayor persecución son 
aquellos que tienen a su cargo la toma de decisiones, es decir, los líderes de la 
comunidad, “en el año 2011, un total de 18 líderes comunitarios fueron asesinados, en 
comparación con los 7 que lo habían sido durante el 2010 en diferentes resguardos 
indígenas” (Vicepresidencia de la República de Colombia, 2012, p. 69). 
 
Hoy la persecución de líderes indígenas se ha recrudecido y continuamos con un 
balance muy negativo, al 2019, se terminó con 250 líderes asesinados (El Tiempo, 
30/12/2019), y en lo corrido del 2020, a enero, se tiene una cifra de 19 líderes 
asesinados (El Espectador, 03/02/2020). 
 
2.4 El Estado social en relación al conflicto armado  
 
El Estado social de derecho permite que los países le garanticen a los ciudadanos 
y a las comunidades indígenas una vida digna en condiciones de equidad, donde se 
respeten sus derechos fundamentales, así como el cubrimiento de sus necesidades 
básicas para el bienestar social, económico e incluso psicológico, es por ello que en 
Colombia está estipulado de esa forma en la Constitución de 1991. Es necesario 
mencionar que el "Estado de derecho" tiene su origen en la doctrina alemana10 del 
Rechtsstaat. El primero que lo utilizó como tal fue Robert von Mohl en su obra La ciencia 
de política alemana en conformidad con los principios de los Estados de derecho (Mohl, 
1832, p. 56).  
 
En este orden el Estado social de derecho “fue una de las mayores innovaciones 
introducidas en 1991, pues ella constituye una norma fundamental o estructural del 
Estado, de aquellas que configuran la esencia misma del Estado colombiano y no 
podrían ser reformadas ni sustituidas sin un completo cambio de la Constitución” (Villar, 
2007). Por medio de esta característica se fundamenta su organización también en pro 
del bienestar de las comunidades indígenas, más aún como víctimas del conflicto 
                                                          
10 “La incorporación de este principio al cuerpo de las constituciones tiene una historia reciente, pues ella 
se remonta a la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania promulgada en 1949, en cuyo 
artículo 20 se proclama como ‘Estado federal democrático y social’, complementado por el artículo 28 
que rubrica la armonía del orden constitucional de los Estados (Länder) con los principios del ‘Estado de 







armado, por ende, nuestro Estado social de derecho tiene por objetivo garantizar a 
todos los colombianos, sin distinción alguna, una forma de vida lo “más digna posible, 
sin importar la situación económica de cada persona, estas deben tener derechos que 
les permitan acceder a un excelente servicio de salud, educación, trabajo, alimentación 
y además gozar de una participación activa en la democracia del país” (Pérez, 2012). 
Situación que no se evidencia en la comunidad indígena Embera Katío, con el continuo 
abandono por parte de las entidades estatales ya determinadas en los diferentes 
procesos legales adelantados para su beneficio.  
 
3 Minería presente en Alto Andágueda 
 
3.1 Contexto general de la minería en Colombia  
 
El sistema de extracción de minería en Colombia, sobre todo desde la perspectiva de 
las políticas públicas, supone procesos complejos que para su comprensión se requiere 
conocer a profundidad la problemática nacional minera desde múltiples enfoques, 
siendo tal vez el inter-sectorial y el territorial los más relevantes. En este caso, el 
territorio puede ser entendido como un proceso intercultural en el que sus afectaciones 
involucrarían la vigencia de los derechos humanos, individuales y colectivos, de muchos 
colombianos. En cuanto a los derechos las problemáticas se relacionan al alcance 
constitucional de los impactos de la minería en un país como Colombia, a los dilemas 
que existen actualmente sobre el control y disposición de los recursos naturales no 
renovables, en especial los ubicados en el subsuelo y a los alcances que en la 
actualidad tiene el derecho colectivo al medio ambiente sano, en su íntima relación con 
el derecho a la vida digna (Contraloría General de la Nación, 2018, p. 14). 
 
Se hace énfasis en varios aspectos que resultan vitales ya no solo para comprender 
elementos centrales de la temática y especialmente los múltiples efectos de la 
extracción minera en Colombia, sino incluso desde la perspectiva del planteamiento de 
un modelo alternativo de política integral en la materia. Sin embargo, los pueblos 
indígenas poseen problemáticas graves en consecuencia de la minería en sus territorios 
sagrados y resguardos en general, dado que atentan contra la naturaleza, sus 
costumbres y, por supuesto, en contra de la integridad física, psicológica y emocional. 
Por ello,  
(u) na gran parte de los Pueblos Indígenas habitan encima del carbón, del oro y del resto 
de minerales. Aunque los Pueblos Indígenas ganen batallas coyunturales frente a la 
minería –como la Sentencia T-129/11 del Tribunal Constitucional y la declaración de 
inconstitucionalidad de la reforma del Código Minero causada por la falta de Consulta 







de tal envergadura que fue bautizada acertadamente como 'la nueva conquista' 
(Cecoin11, 2008, p. 56). 
 
Las problemáticas identificadas en los diferentes estudios adelantados al respecto, 
indican que, desde el punto de vista estrictamente normativo, esta postura adquiere 
sentido cuando la Constitución Política establece que el Estado es propietario del 
subsuelo y de sus recursos naturales no renovables. La dimensión social antes aludida 
sería transversal a los dilemas de política: desde el licenciamiento y la planificación- 
gestión socio ambiental, hasta las alternativas existentes para enfrentar los conflictos 
de la minería realizada sin el cumplimiento de los requisitos legales, sin criminalizarla 
en todos los casos como la minería ancestral y artesanal (Salamanca, 2014). Sin 
embargo,  
La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse 
compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural 
y económica de las comunidades indígenas, integridad que como se ha visto antes 
configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia 
como grupo humano y como cultura. Y precisamente, para asegurar dicha subsistencia 
se ha previsto, cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en 
territorios indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones que se adopten 
para autorizar dicha explotación. De este modo, el derecho fundamental de la comunidad 
a preservar la referida integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio de otro 
derecho que también tiene el carácter de fundamental, en los términos del art. 40, 
numeral 2 de la Sentencia C-024 de 2005 (Sentencia SU-039 de 1997)12. 
 
Hoy día, el 40% del territorio colombiano está concesionado o solicitado por empresas 
multinacionales para realizar proyectos de extracción de minerales e hidrocarburos, lo 
cual refleja la intención del Gobierno colombiano de convertir el país en una potencia 
minera y que tiene consecuencias significativas para el ecosistema y las comunidades 
rurales13. 
 
3.2 Minería en Alto Andágueda  
 
La minería en resguardos indígenas en Colombia en un alto porcentaje es ilegal, 
dada esta situación la economía que mueve la minería se ve afectada, debido a las 
irregularidades que tiene dicho sector. Según el estudio que hizo la Contraloría General 
de la Nación, de 14 mil actividades mineras apenas tienen título minero el 37%. Este es 
el resultado de la ausencia del Estado en el proceso de extracción de minerales. En 
este sector cada cual hace lo que quiere, a pesar de que está consagrado en el Código 
Penal, artículo 338, la conducta delictuosa referida a quien "sin permiso de autoridad 
competente o con incumplimiento de la normatividad existente explote, explore o 
                                                          
11 Centro de Cooperación Indígena. 
12 MP. Antonio Barrera Carbonell. 








extraiga yacimiento minero o explote arena, material pétreo, por medios capaces de 
causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente", no hay autoridad 
que haga cumplir las escasas normas. Así,  
(l)a lucha estatal contra la ilegalidad minera está siendo alentada por las grandes 
empresas de explotación del oro para así acabar o disminuir con una parte importante 
de la minería informal que no tiene nada que ver los grupos armados: la minería 
artesanal y la pequeña minería tradicional de las comunidades (incluyendo la minería 
indígena) y la minería de aluvión (Indepaz, 2011, p. 45). 
 
Ahora bien, frente al pueblo Embera Katío del Alto Andágueda, la Resolución 0185 del 
13 de diciembre de 1979 del Incora, ahora Incoder, le tituló 50.000 hectáreas, y a su 
vez la Agencia Minera Nacional en el 2002 le otorgó un título minero a la comunidad 
indígena, en la modalidad de licencia especial hasta 11/27/2012, en una extensión de 
720,680509 hectáreas para un total de 1,44% del total del área del resguardo. De la 
revisión del expediente, se puede advertir cómo la entidad minera ha venido otorgando 
títulos mineros, que se traslapan con el resguardo indígena, equivalentes al 80.63% del 
resguardo, lo cual resulta absolutamente absurdo si se tiene en cuenta que el territorio 
hace parte fundamental del derecho de las comunidades para ejercer las expresiones 
culturales y espirituales, propias de su cosmogonía. 
En complemento, 
La agencia nacional de Minería hasta el mes de octubre de 2012 ha otorgado trece (13) 
títulos mineros a particulares en un área total de 40.870,8645, 022637 de las cuales 
13.106, se traslapan con el resguardo indígena del río Andágueda, lo que equivale a un 
26,21% del total del área del resguardo. De ellos, la Empresa Anglogold Ashanti 
Colombia S.A., ha recibido siete (7); Exploraciones Chocó Colombia ha recibido tres (3) 
y las Empresas Capricornio S.O.M., Costa S.O.M., y Negocios Mineros S.A., han 
recibido de a un título cada una. La vigencia de cada uno de estos títulos cubre un 
período de treinta (30) años, esto es, se han otorgado títulos a particulares hasta el 2038 
y 2041. Señalando finalmente que hasta el 2012 la Agencia Nacional de Minería ha 
recibido y estudia diez (10) solicitudes de titulación a particulares en un área total de 
36.213,032 hectáreas, de las cuales 27.210 se traslapan con el resguardo indígena del 
río Andágueda, lo que equivale a un 54% del total del área del resguardo. El porcentaje 
de área que se traslapa con el resguardo indígena del río Andágueda en las solicitudes 
de adjudicación de títulos mineros, duplica el área ya otorgada14. 
 
 En este orden, luego de la invasión o colonización española, el primer 
“Megaproyecto” del que han sido víctimas los pueblos indígenas ha sido este, “la 'fiebre 
del oro' ha estado siempre asociada al empleo de la violencia llegando a cotas 
dantescas como la masacre de más de 70 emberas y desaparición forzosa de otros 18 
en el Alto Andágueda (1987) a manos de un grupo armado ilegal”15. Así también, son 
víctimas de la “violación de sitios sagrados y desarrollo irregular del proceso de 
Consulta Previa, militarización, hostigamientos, amenazas, bombardeo aéreo y 
                                                          
14 Medida cautelar presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas – Dirección de Asuntos Étnicos a favor del resguardo indígena Embera-Katíos del 
Alto Andágueda. 







desplazamiento forzoso de comunidades Embera por parte del ejército colombiano”16. 
Cabe resaltar que la minería que es producida en el territorio de los Embera, se 
caracteriza por ser plata, platino, oro y sulfuros polimetálicos, así como, en algunos 
lugares, el carbón. En este sentido,  
(l)as principales afectaciones de la extracción carbonera se… destacan: Violación de 
sitios sagrados; incumplimiento o violación del proceso de Consulta Previa; 
desplazamiento forzoso; violencia armada -asesinatos, masacres, amenazas y 
hostigamientos-; terror paramilitar; fumigaciones aéreas con objeto de despejar áreas 
mineras; fractura territorial y realojamientos forzosos; accidentes relacionados con la 
actividad minera; inseguridad alimentaria; contaminación y envenenamiento de 
personas y ecosistemas; expolio territorial y disolución o debilitamiento de la estructura 
social, política y cultural de los Pueblos Indígenas17. 
 
La Contraloría General de la República advirtió que los resguardos indígenas 
están al borde de un desastre ecológico, por la ausencia y escasez de normas para 
perseguir la ilegalidad. En casi todos los casos se está en un 67% sin título minero, es 
decir que se están explotando y explorando yacimientos de manera ilegal cometiendo 
un delito. La minería ilegal trae una serie de efectos negativos para la economía y para 
la misma sociedad porque no tienen licencia ambiental, que se debe exigir no solo al 
que explota sino al que explora, hoy en día so pretexto de estar haciendo exploración 
se hace explotación. Este fenómeno se ha generalizado en todo el país y se deben 
tomar medidas para hacer cumplir las normas en asocio con la fuerza pública. La 
minería indudablemente es importante para el progreso del país, pero de ninguna 
manera a costa de sacrificar los recursos naturales, porque nos dejan la "pobreza y se 
llevan la riqueza" (Contraloría Nacional de Colombia, 2018). 
 
4 Proceso de restitución de derechos territoriales 
 
4.1 Solicitud de medida de protección del resguardo indígena Embera Katío del 
Alto Andágueda  
 
La restitución de derechos territoriales a las comunidades indígenas implica no solo 
el retorno de quienes hubieran sido desplazados sino que va más allá, buscando por 
parte de la Jurisdicción Especial de Tierras, la adopción de unas medidas asistenciales 
y complementarias, que garanticen una verdadera reparación integral, con enfoque 
diferencial étnico, que contribuya al respeto de su cosmogonía, autodeterminación y 
trasmisión de sus costumbres ancestrales a generaciones futuras, ante el riesgo de 
exterminio físico y cultural. Estas personas están en calidad de víctimas, dado las 
                                                          
16 Ibid. 
17 Medida cautelar presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas – Dirección de Asuntos Étnicos a favor del resguardo indígena Embera-Katíos del 







características que conllevan a la restitución de derechos territoriales, por ello la Ley 418 
de 1997 dice que “[…] se entiende por víctimas aquellas personas de la población civil 
que sufren perjuicios en su vida, grave deterioro en su integridad personal y/o bienes, 
por razón de actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno tales como: 
atentados terroristas, combates, ataques y masacres, entre otras” (Ley 418/1997. Art 15), 
por otro lado, la Ley 1448 de 2011. 
 
En este orden, el proceso contemplado en el Decreto Ley 4633 de 2011, se 
especializa en la comunidad indígena determinando que este Decreto “dicta las 
medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de derechos 
territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas” 
(Decreto ley 4633 de 2011). Así mismo,  
 
La Constitución Política de Colombia establece en el artículo 7º que el Estado reconoce 
y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. (…) El artículo 8º y en 
general el ordenamiento Constitucional ha establecido que es obligación del Estado y 
de todas las personas proteger las riquezas culturales de la nación y ha previsto una 
especial protección para los pueblos indígenas existentes en nuestro país. (…) El Estado 
colombiano reconoce y protege la coexistencia y desarrollo de los sistemas normativos 
de los pueblos indígenas, de conformidad con el principio constitucional de la diversidad 
étnica y cultural de la nación colombiana y reconoce también el carácter de entidad de 
derecho público especial de los cabildos y autoridades tradicionales indígenas. (…) El 
Estado colombiano ha adoptado, suscrito y ratificado declaraciones, convenios y 
tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, que 
reconocen los derechos humanos y protegen los derechos de los pueblos indígenas de 
Colombia (Decreto Ley 4633 de 2011). 
 
Este proceso de restitución de tierras tiene un contenido sui generis, en el 
entendido de que se crean tres etapas: una etapa administrativa, una etapa judicial y 
una etapa pos fallo, en este orden:  
La etapa administrativa es aquella en donde se documentan por parte de la Unidad de 
Restitución de Tierras, con la mirada de las comunidades, todas las afectaciones 
territoriales, que tienen en cuenta aspectos ambientales, sociales, económicos y 
culturales que han restringido la posibilidad de uso, goce y disfrute del territorio por parte 
de la Comunidad, el cual da como resultado el “informe de caracterización de 
afectaciones territoriales”. El referido informe es el insumo fundamental para presentar 
ante el Juez Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras competente o bien 
la solicitud de Medidas Cautelares o la Demanda de Restitución de Derechos 
Territoriales” (Decreto Ley 4633 de 2011). 
 
Este informe de caracterización tiene varios elementos, entre ellos y uno de los 
más importantes, es el censo de la comunidad, que debe ser aportado con la demanda 
de restitución de derechos territoriales. Dentro del informe también se procede a la 
identificación de conflictos intra e inter étnicos, los cuales deben ser resueltos por la 
comunidad con el apoyo y acompañamiento de la Unidad de Restitución de Tierras. Si 
no se llega a ningún acuerdo, puede ser llevado a instancia judicial en donde el juez, 







controversias, lo cual queda consignado en un acta, tal y como lo contempla el artículo 
160 del Decreto Ley 4633 de 201118.  
 
La Unidad identifica los predios privados que se encuentran dentro del globo del 
territorio colectivo, que pueden ser adjudicaciones, trasferencias de dominio por 
escritura pública o simples posesiones, hechos que deben resolverse en la instancia 
judicial, en donde se da traslado para que se presenten las oposiciones a que haya 
lugar. Por ende, descendiendo al caso concreto, la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (en adelante UAEGRTD o la Unidad) 
inscribió en el Registro de Tierras Presuntamente Despojadas y Abandonadas 
Forzosamente (RTDAF) el territorio de ocupación ancestral del Resguardo Indígena 
Embera Katío del Alto Andágueda, concluyendo con la etapa administrativa del proceso 
de restitución de derechos territoriales y dando cumplimiento al requisito de 
procedibilidad para iniciar con la acción judicial, de la que tratan los artículos 124 y 
siguientes del mencionado marco normativo especial.  
 
Para que proceda o no una protección cautelar o se admita una solicitud de 
derechos territoriales, el juez debe analizar que la problemática territorial sea 
consecuencia del conflicto armado o sus factores subyacentes y vinculados, dentro del 
término de temporalidad previsto en la ley. Es así como surgen las siguiente hipótesis 
para iniciar la etapa judicial: (i) la presentación de una solicitud de medidas cautelares, 
ante un daño inminente que se esté presentando dentro del territorio, que afecta a los 
miembros de la comunidad, y con el fin de hacerlo cesar o para evitar un daño que se 
pueda causar; (ii) la presentación de la demanda para la protección de los derechos 
territoriales; y, en casos excepcionales, (iii) la presentación conjunta de las medidas 
cautelares y la demanda.  
 
4.2 Proceso de restitución de derechos territoriales del resguardo indígena 
Embera Katío del Alto Andágueda 
 
4.2.1 De la medida cautelar 
 
En el caso objeto de estudio, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras - Dirección de Asuntos Étnicos, actuando en representación de 
la Comunidad Indígena Embera Katío del Alto Andágueda, promovió solicitud de 
decreto y práctica de medidas cautelares preventivas a favor de la comunidad, de 
                                                          
18 Esta situación no se presenta en los procesos que se adelantan por la Ley 1448, en donde se 







conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 del Decreto Ley 4633 de 2011. La 
anterior solicitud fue presentada porque la Unidad consideró que habría una amenaza 
inminente y vulneración de los derechos colectivos al territorio, que impedían la garantía 
efectiva del uso, goce y disfrute del territorio por parte de la comunidad indígena del 
resguardo del río Andágueda, y resultaban perjudiciales para la efectiva restitución de 
las tierras de la comunidad beneficiaria. Específicamente, se pretendía con la medida 
la suspensión de trámites y títulos de concesión minera, que se traslapaban con el 
territorio del resguardo. Las medidas solicitadas fueron, entre otras:  
 
1. Ordenar la suspensión del estudio y trámite de solicitudes de terceros ajenos a la 
comunidad indígena de títulos mineros que se traslapen con el resguardo indígena 
del río Andágueda. 
2. Suspender el estudio y trámite de solicitudes de terceros ajenos a la comunidad 
indígena del resguardo del río Andágueda de los títulos mineros relacionados. 
3. Suspender los contratos de concesión cuyos beneficiarios son las empresas antes 
relacionadas. 
 
Las mismas fueron decretadas mediante Auto Interlocutorio N° 006 del 4 de febrero 
de 2013, por el juez primero civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de 
Quibdó, con vigencia hasta la presentación de la demanda de “restitución de derechos 
territoriales indígenas, lo cual no podrá ser superior a los seis (6) meses a la fecha de 
esta providencia”. 
 
Estas medidas fueron decretadas bajo el argumento de que más allá de la 
vulneración del derecho a la consulta previa frente al otorgamiento de títulos mineros, 
lo que se encontraba en riesgo era la pervivencia física y cultural de un pueblo indígena, 
debido a que dichos títulos fueron otorgados o iniciaron proceso para su otorgamiento, 
en un momento en el que gran parte de la comunidad se encontraba ausente en el 
territorio como consecuencia del conflicto armado. Esta situación imposibilitó a las 
autoridades indígenas la administración de su territorio e impidió que los Emberá Katío 
participaran y tomaran decisiones frente a hechos que los afectaron en su ausencia, 
hechos que fueron aprovechados por terceros en su propio beneficio. En vista del 
incumplimiento de las órdenes impartidas por el Despacho Judicial, se profirieron los 
autos de seguimiento 025 del 1° de abril de 2013 y 078 del 4 de junio del mismo año, 
en los cuales se insistía ante las diferentes entidades para que dieran cumplimiento a 








Mediante Auto Interlocutorio 0112 del 5 de agosto de 2013, y ante la solicitud que 
se le hiciera por parte de la Unidad de Restitución, en vista de las condiciones de orden 
público poco propicias, el Juzgado resolvió prorrogar por una sola vez y por el mismo 
término las órdenes impartidas en el Auto 006 del 4 de febrero de 201319. El 9 de 
noviembre de 2013, en el Palacio de Justicia del Municipio de Quibdó, el Juzgado 
Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras celebró Audiencia de 
seguimiento de la medida cautelar. En dicha Audiencia, uno de los aspectos 
fundamentales que fueron puestos de presente lo constituyeron las condiciones 
preocupantes de falta de seguridad en la zona, lo que habría imposibilitado el 
cumplimiento de muchas de las decisiones adoptadas. Se fijó como fecha eventual de 
retorno a la zona 1, el 10 de diciembre del 201320. 
 
El 24 de enero del 2014, se llevó a cabo en el Municipio de Quibdó la segunda 
audiencia de seguimiento a la medida cautelar, donde se evaluó el retorno que se tenía 
programado para diciembre y donde se pusieron de presente las difíciles situaciones en 
que se llevó a cabo por la falta de apoyo institucional de algunas de las entidades y el 
lamentable fallecimiento de algunos menores. En igual sentido, la Unidad de Restitución 
de Tierras dejó consignada su preocupación por el incumplimiento del Ministerio de 
Defensa de las órdenes impartidas. En vista de que no fue posible la presentación de 
la demanda en el tiempo estipulado, mediante Auto Interlocutorio 112 de agosto 5 de 
2013, el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de 
Quibdó, resolvió prorrogarla por una sola vez y por el mismo término. 
 
4.2.2 De la solicitud de restitución de derechos territoriales 
 
El 5 de febrero de 2014, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas presentó la demanda de solicitud de restitución de 
derechos territoriales y formalización de tierras despojadas o abandonadas 
forzosamente, en favor de la comunidad indígena del resguardo del río Alto Andágueda, 
localizado principalmente en el municipio de Bagadó, Departamento del Chocó, con el 
                                                          
19 El 22 de octubre de 2013, interpone Tutela la Agencia Nacional de Minería contra el Juez Primero Civil 
del Circuito Especializado en Restitución de Tierras, invocando que se le habían vulnerado al Tutelante 
los Derechos Fundamentales al Debido Proceso, al Derecho de Defensa y el Derecho a la Administración 
de Justicia. (…) El conocimiento del trámite de tutela correspondió al Tribunal Superior de Antioquia Sala 
Civil Especializada en Restitución de Tierras, quien, mediante decisión del 13 de noviembre de 2013, 
niega el amparo deprecado, por ser improcedente la misma, al ser competente el juez para decretar y 
prorrogar la medida cautelar de protección de territorios indígenas y al no evidenciarse configuración de 
causal alguna de procedencia de la acción de tutela. 
20 La zonificación del resguardo: La titularidad del territorio colectivo está en cabeza de las comunidades 
pertenecientes a la etnia Embera Katío. Por razones de orden político y consideraciones internas respecto 
al manejo y distribución del dinero percibido por transferencias de la Nación, el resguardo se subdivide 
en tres zonas. Cada zona cuenta con una autoridad denominada Cabildo Gobernador y cada comunidad 
con un cabildo compuesto por el gobernador, secretario y tesorero. A su vez, esta organización interna 
de la comunidad reconoce su afiliación a la Asorewa. Unidad de Restitución de Tierras. Demanda de 







fin de hacer valer sus derechos a la reparación y restitución colectiva con garantía de 
no repetición, atendiendo a su calidad de víctimas según el Decreto Ley 4633 de 2011. 
En la referida solicitud se presentaron como pretensiones principales las siguientes:  
 
1. La suspensión del estudio y trámite de solicitudes de títulos mineros elevadas ante 
la ANM por parte de terceros ajenos a la comunidad que se traslaparan con el 
territorio del resguardo indígena. 
2. La suspensión de los títulos mineros ya otorgados a las empresas mineras 
Anglogold Ashanti Colombia S.A., Capricornio S.O.M., Exploraciones Chocó 
Colombia S.A., Costa S.O.M., y Negocios Mineros S.A (Juzgado Primero Civil del 
Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó, 2013). 
 
Mediante Auto Interlocutorio 018 del 17 de febrero de 2014, admitió solicitud de 
restitución de derechos territoriales, e integró al presente trámite la medida cautelar 
inicialmente decretada. 
 
4.2.3 Del trámite ante el Tribunal Superior de Antioquia – Sala Civil 
Especializada en Restitución de Tierras 
 
En la Ley 1448 de 2011, se establece que en los casos en que se presente 
oposición21, el juez instructor debe remitir el proceso para que sea fallado por el Tribunal 
Superior de Restitución de Tierras. Así las cosas, y como quiera que las empresas 
mineras y la Agencia Nacional de Minería se oponían a las pretensiones que había 
incoado la Unidad de Restitución de Tierras en favor de la comunidad, se dio traslado 
al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia quien profiere Sentencia de 
Restitución de Derechos Territoriales No. 007 del 23 de septiembre de 2014.  
El Tribunal ordenó entre otras, amparar y restablecer ‘el goce efectivo de los derechos 
territoriales del pueblo Embera Katío del Resguardo del Alto Andágueda con el fin de 
posibilitar su retorno como consecuencia del despojo, abandono y confinamiento a que 
fuera sometido por el conflicto armado interno y factores vinculados y subyacente’ (Ley 
1448 de 2011).   
 
La Sentencia de restitución de derechos territoriales fue proferida el 23 de 
septiembre de 2014. En el fallo, el Tribunal resolvió: 
                                                          
21 “Cuando el opositor en los procesos de restitución de tierras se encuentre en una situación de debilidad 
manifiesta (campesino, desplazado, población civil en zona de combates o de influencia paramilitar o 
guerrillera), que lo ubique en una posición de desigualdad material respecto al resto de la población, por 
enfrentar unas cargas excepcionales como consecuencia de una situación de desprotección por parte 
del Estado, tiene el Estado el deber de colocar a este sujeto en las mismas condiciones en las que se 
encuentra el promedio de la población, ya sea a través de su intervención directa o indirecta o a través 
de un tratamiento preferencial que evite que la vulneración de los derechos del opositor en esta situación 








PRIMERO: Declarar imprósperas las oposiciones presentadas en esta acción por 
la compañía Continental Gold Limited Sucursal Colombia, Exploraciones Chocó 
Colombia S.A.S., Anglo Gold Ashanti Colombia S.A., así como también por el Ministerio 
de Minas y Energía, la Agencia Nacional de Minería, y el Ministerio Público de 
conformidad a las consideraciones efectuadas en esta providencia. 
 
SEGUNDO: AMPARAR Y RESTABLECER el goce efectivo de los derechos 
territoriales del pueblo Embera Katío del Resguardo del Alto Andágueda con el fin de 
posibilitar su retorno como consecuencia del despojo, abandono y confinamiento a que 
fuera sometido por el conflicto armado interno y sus factores vinculados y subyacentes. 
 
TERCERO: ORDENAR a los siguientes entes públicos nacionales, 
departamentales y municipales el cumplimiento de las acciones específicas a las cuales 
ya se habían comprometido, para la sostenibilidad del retorno de las comunidades 
indígenas del Resguardo del Alto Andágueda, a través del señalamiento de los 
funcionarios responsables de la acción fijando los plazos, perentorios para su ejecución 


































































CUARTO: ORDENAR a la Agencia Nacional Minera cumplir con la consulta previa 
y la búsqueda del consentimiento informado de la comunidad indígena del Resguardo 
del Alto Andágueda bajo los criterios y garantías descritas en esta providencia. Entre 
tanto, y hasta que se cumpla con el requisito de la consulta se ORDENA MANTENER 
LA SUSPENSIÓN del estudio y trámite de títulos mineros que se traslapen con el 
Resguardo y los contratos de concesión de exploración y explotación minera ya 
suscritos, de conformidad con el numeral uno (1) de la providencia de medidas cautelares 
de fecha de cuatro (4) de febrero de dos mil trece (2013) proferida por el Juzgado Primero 
Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó. 
 
La suspensión solo comprenderá todo cuanto de dichos títulos y/o concesiones 
mineras se encuentren dentro del perímetro del Resguardo Indígena del Alto Andágueda. 
 
En este sentido la Agencia Nacional Minera deberá tener en cuenta la solicitud 
presentada por la sociedad Grupo Bullet S.A.S. en donde aclara que el expediente HINC 
-03 código HINC-03 no corresponde a Costa S.O.M. sino al Grupo Bullet S.A.S. renuncia 







Resguardo indígena del río Andágueda según Resolución 0185 del 13 de diciembre de 
1979 del Incora (hoy Incoder)… 
 
QUINTO: ORDENAR a la autoridad minera para que dentro del término de tres (3) 
meses contados a partir de la notificación de la presente providencia, en coordinación 
con la fuerza pública: Policía Nacional y/o Ejército Nacional, y la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas – Dirección de Asuntos 
Étnicos proceda a dar cumplimiento a la orden cuarta emitida por el Juzgado Primero 
Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó el cuatro (4) de 
febrero de dos mil trece (2013). 
 
SEXTO: ORDENAR a la Agencia Nacional de Minería y al Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, la realización de un diagnóstico mediante el cual se identifiquen 
los proyectos mineros que se estén ejecutando en el Resguardo del Alto Andágueda 
(legales e ilegales), el cumplimiento de las normas ambientales y el impacto de los 
mismos; todo ello para ser cumplido en el término de seis (6) meses a partir de la 
notificación correspondiente. 
 
Si del resultado del mismo se desprende una grave afectación del territorio del 
Resguardo, o parte de él, en concordancia con Codechocó y la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales dentro de los seis (6) meses siguientes implementarán un plan de 
seguimiento y control de recuperación y amortiguación de áreas y zonas afectadas por 
la minería, con la debida concertación con las autoridades indígenas. 
 
SÉPTIMO: EXHORTAR a la Agencia Nacional Minera para que en la autorización 
de las zonas mineras indígenas, que se basan en estudios técnicos y sociales, la consulta 
a la comunidad indígena interesada sea respetada. En idéntica forma para que se cumpla 
con el derecho de prelación que a estas últimas les garantiza la ley minera. 
 
OCTAVO: ORDENAR al Incoder para que de conformidad con el Decreto 2164 de 
1995 y dentro de los términos allí señalados, proceda a la calificación de los linderos del 
Resguardo del Alto Andágueda y el Consejo Comunitario Mayor de la Opoca – 
Cocomopoca, concertadamente con las comunidades negras e indígenas. Como 









NOVENO: ORDENAR a la Defensoría del Pueblo capacitar a los líderes e 
integrantes de las comunidades indígenas del Resguardo del Alto Andágueda en: 
derechos humanos, derecho internacional humanitario y derechos territoriales y el 
alcance de la propiedad colectiva. 
 
Se fija para cumplimiento de la orden anterior, un plazo de seis (6) meses a partir 
de su notificación. 
 
DÉCIMO: REMITIR a la Fiscalía General de la Nación una copia del documento de 
caracterización de los hechos victimizantes del pueblo indígena del Resguardo del Alto 
Andágueda para que inicie la investigación de todos aquellos que considere constitutivos 
de delito. 
 
DÉCIMO PRIMERO: ORDENAR al Centro de Memoria Histórica que en el ejercicio 
de los derechos a la verdad y a la no repetición se documenten los hechos victimizantes 
del pueblo indígena que componen el Resguardo del Alto Andágueda en el marco del 
conflicto armado. 
 
DÉCIMO SEGUNDO: ORDENAR a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría 
General de la Nación, por medio de sus áreas respectivas, que apoyen, acompañen y 
vigilen el pleno cumplimiento del presente fallo, con el fin de garantizar de manera 
efectiva los derechos aquí protegidos y órdenes adoptadas… 
 
DÉCIMO TERCERO: Para cumplir con el seguimiento del presente fallo, al oficiarse 
a todas y cada una de las entidades aquí ordenadas, la Secretaría deberá advertir sobre 
la sanción que les impone el artículo 91 parágrafo 3° de la Ley 1448 de 2011 (por 
remisión del artículo 158 del Decreto Ley 4633 de 2011) cuando se omita o retarde 
injustificadamente el cumplimiento de las órdenes en él contenidas, así como también la 
de informar periódicamente a esta Sala sobre su desarrollo. 
 
DÉCIMO CUARTA: DENEGAR las pretensiones once (11), doce (12) y trece (13) 








5 Estado de cosas inconstitucional  
Se entiende por estado de cosas inconstitucional, una decisión tomada por la Corte 
Constitucional cuando después de un análisis exhaustivo ha advertido una violación 
masiva, generalizada y estructural de los derechos fundamentales.  
 
Esta violación ha alcanzado una dimensión tan importante, que es a todas luces contraria 
a los principios establecidos en la Carta constitucional. 
 
Lo anterior amerita que se ordene a la institucionalidad involucrada, cesar esta situación 
de anormalidad inconstitucional por medio de acciones íntegras, oportunas y eficaces. 
Así lo ha entendido la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas22.  
 
Ahora bien, si en el Estado Social de derecho se pretende precisamente garantizar el 
conjunto de derechos a la sociedad, y el estado de cosas inconstitucional impide la 
satisfacción de los mismos, quiere decir que no se está respetando la Constitución. 
 
Pues bien, lamentablemente esta situación de estado de cosas inconstitucional persiste 
en el Resguardo objeto de estudio, pues pese a que el Estado ha realizado ingentes 
esfuerzos por medio de la promulgación de leyes como la 1448 de 2011, Decretos ley 
como el 4633 de 2011 y los autos de seguimiento a la T-025 como el 004 del 26 de enero 
de 2009, lo cierto es que la situación problemática de la comunidad persiste, en lo que 
tiene que ver con las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario, y tiende a empeorar con el pasar de los días, vislumbrando que a la fecha 
no se han logrado avances importantes para la reivindicación de sus derechos. 
 
Esta situación se explica, porque aún hay presencia de actores armados ilegales en el 
territorio, con ocasión del conflicto armado, impactando negativamente a la comunidad, 
a lo que se suman la concurrencia de factores vinculados y subyacentes al conflicto 
armado principalmente la actividad minera. 
 
Si bien es cierto que con la sentencia proferida por el Tribunal Superior de Antioquia, 
Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras, se pretendieron conjurar todos estos 
hechos a los que hemos venido haciendo referencia, también es cierto que se hace 
necesario adoptar, de manera articulada, por parte de las autoridades estatales, las 
                                                          









acciones eficaces e idóneas que tiendan a superar la crisis que persiste, respetando sus 
usos, costumbres y su cosmovisión; es decir, garantizando el enfoque diferencial.  
 
5.1 Estado social de derecho de los Embera Katío 
 
La situación del resguardo del pueblo Embera Katío determina la restitución de 
sus derechos fundamentales, es por ello que cualquier medida legal debe estar bajo el 
respeto de su integridad individual y como comunidad, es por ello que antes de hablar 
del estado de cosas inconstitucional es necesario determinar que el Estado social de 
derecho como modelo de orden, se caracteriza por tener  
un sistema de leyes escritas e instituciones ordenadas en torno de una constitución, 
funcionarios que se someten a las normas de esta. Cualquier medida o acción debe estar 
sujeta a una norma jurídica escrita y las autoridades del Estado están limitadas 
estrictamente por un marco jurídico preestablecido… (Payne, 2007).  
 
Por ello en la Sentencia No. C-566 de 1995, se menciona:  
Las finalidades sociales del Estado, desde el punto de vista del individuo, son medios 
para controlar su entorno vital y a partir de allí desarrollar libremente su personalidad, 
sin tener que enfrentarse a obstáculos cuya superación, dado su origen, exceda 
ampliamente sus fuerzas y posibilidades [...] El Estado social de derecho, se proyecta 
en la Constitución, en primer término, en la consagración del principio de igualdad y en 
la prestación de los servicios públicos. En segundo término, a través de los derechos de 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la nación, que se compendian en el principio democrático y 
gracias al cual se socializa el Estado y las diferentes instancias de poder dentro de la 
comunidad (Sentencia No. C-566 de 1995). 
 
La Constitución de 1991 genera un problema en cuanto al Estado social de 
derecho y Villar lo menciona así:  
La Constitución de 1991 lleva en sí misma una contradicción flagrante entre la 
proclamación del Estado social de derecho y la ampliación de los derechos sociales, de 
un lado, y el cuadro propicio para la formulación de un modelo económico y social 
neoliberal, del otro. Escoger uno u otro camino depende de las decisiones políticas del 
legislador y del Gobierno (Villar, 2007).  
 
Para dar solución a lo anterior, el Estado debe respetar tanto la ley como las 
libertades del ciudadano, “este concepto de Estado de derecho consiste en que su tarea 
es el aseguramiento de la libertad y propiedad del ciudadano, su objeto la promoción 
del bienestar del individuo y, de esa manera, conformar su carácter como ‘ente común 
(res publica)’” (Baldassarre, 2001), lo cual le permite al Estado optar por solucionar las 
problemáticas de las comunidades indígenas como el Resguardo Embera Katío que no 
permiten el desarrollo del Estado social de derecho. Por ello, en la Sentencia C-587  de 
12 de noviembre de 1992: 
En el Estado social de derecho que reconoce el rompimiento de las categorías clásicas 







condiciones reales al interior de la sociedad y no del individuo abstracto, los derechos 
fundamentales adquieren una dimensión objetiva, más allá del derecho subjetivo que 
reconoce a los ciudadanos. Conforman lo que se puede denominar el orden público 
constitucional, cuya fuerza vinculante no se limita a la conducta entre el Estado y los 
particulares, sino que se extiende a la órbita de acción de estos entre sí. En 
consecuencia, el Estado está obligado a hacer extensiva la fuerza vinculante de los 
derechos fundamentales en el tráfico jurídico privado, el Estado juez debe interpretar el 
derecho siempre a través de la óptica de los derechos fundamentales (Sentencia C-
587  de 12 de noviembre de 1992: 
 
Teniendo en cuenta lo anterior se hace importante la definición de Restrepo que 
habla del principio de legalidad que va ligado directamente con el Estado social de 
derecho, donde dice que “El principio de legalidad de la Administración significa que 
esta no debe tomar ninguna medida que contradiga una ley” (Restrepo, 1996).  
 
La concepción clásica del Estado de derecho no desaparece, sino que viene a 
armonizarse con la condición social del mismo, al encontrar en la dignidad de la persona 
el punto de fusión. Así, a la seguridad jurídica que proporciona la legalidad se le aúna la 
efectividad de los derechos humanos que se desprende del concepto de lo social. El 
respeto por los derechos humanos, de un lado, y el acatamiento de unos principios 
rectores de la actuación estatal, por otro lado, constituyen las consecuencias prácticas 
de la filosofía del Estado social de derecho. En este sentido el concepto de Estado social 
de derecho se desarrolla en tres principios orgánicos: legalidad, independencia y 
colaboración de las ramas del Poder Público para el cumplimiento de los fines esenciales 
del Estado y criterios de excelencia (Sentencia 449 de julio de 1992). 
 
Así mismo, “Todas las leyes en sentido formal lo son en sentido material, aunque 
algunos autores consideran que el presupuesto es solo ley en sentido formal. Los 
decretos y reglamentos son ejemplos de leyes en sentido material, a pesar de no serlo 
formalmente” (Villar, 2007). En este contexto “La orientación social del Estado, elevada 
a rasgo constitutivo suyo, articulada en varias disposiciones de la Constitución, resulta 
vinculante y obligatoria para todas las ramas del poder público” (Sentencia C-566 de 
1995). Por ende, son necesarias dichas disposiciones para garantizar los derechos 
fundamentales de los ciudadanos en general y, para este caso en específico, el 
Resguardo del pueblo Embera Katío.  
 
Tenemos todo un universo de legislación que permite que se genere una real 
protección a los derechos de la comunidad objeto de estudio, tal y como propende en 
el Estado social de derecho, a lo que se le suma el hecho de que el bloque de 
constitucionalidad existente, y que está compuesto por normatividad de carácter 
internacional, tiene una exigibilidad de aplicación por nuestra propia Constitución 
Política. 
 
Así las cosas, se advierte que no solo es necesario la existencia de la legislación 







problemas vinculados puedan resolverse, garantizado la protección de los derechos 
fundamentales, sino que también pensaríamos que harían falta otros componentes 
como una política pública adecuada, que genere un compromiso real de las 
instituciones y del mismo Estado para ejecutarlas. 
 
Tenemos, pues, todas las herramientas legislativas, pero nuestro contexto de 
violencia por más de cincuenta años, no ha cesado, y lamentablemente hay sitios 
vedados en nuestro territorio nacional para el ingreso de la fuerza pública. El problema 
en Colombia no es contradecir la ley, sino que no se implementan los mecanismos 
idóneos para ejecutarla. Si el presupuesto fundamental del Estado de derecho es la 
dignidad humana, ¿cómo podríamos hablar de este Estado si las sistemáticas 
violaciones a los derechos humanos persisten? 
 
No quiere decir lo anterior que no se reconozca el esfuerzo que hace el Estado, 
tal y como antes se mencionara, pero si nos hace pensar si este modelo de Estado es 
realmente el Estado social de derecho o si sería posible pensar que el tan mencionado 
“social de derecho” es solo para ciertos sectores de la sociedad y no para todos.  
 
5.2 Estado de cosas inconstitucionales y los Embera Katío  
 
El Estado de las cosas inconstitucionales es la manera en que se entiende que el Estado 
social de derecho no opera en una sociedad y a su vez implica “…la desvalorización de 
la Constitución social, por eso, con su declaratoria, ingresamos a un estado de 
anormalidad, a un período que supone el ejercicio de mayores competencias y 
responsabilidades por parte del Estado; y que debe ser objeto de un fuerte escrutinio 
social, político y jurídico” (Cifuentes Muñoz, 23/09/2008, p. 56). 
 
El Estado de las cosas inconstitucionales, “Conceptualmente es un giro copernicano en 
el entendimiento del control constitucional, ya que, en el control del derecho, las normas 
y los actos, son lo tradicional, pero aquí, lo que se controla o pretende transformar es la 
realidad, unos hechos, un estado de cosas contrario a la Constitución” (Sentencia T-025 
de 2004). Por ende, “El estado de cosas inconstitucional reclama por la ineficiencia del 
gobierno, o los gobiernos, concretada en su ausencia o impertinencia para proteger los 
derechos fundamentales, por esto, este estado de anormalidad es un examen a las 








En este sentido, en la etapa de pos fallo de la sentencia de restitución de derechos 
territoriales, proferida el 23 de septiembre de 2014, en cabeza de Oscar Arley Gómez 
Berrio, procurador 20 judicial ll de Restitución de Tierras, se puso de presente el 
incumplimiento de los entes territoriales y estatales de las determinaciones realizadas 
por sentencia bajo estudio. Así mismo, se destacó que este fallo ya tiene una ejecutoria 
de más de 4 años (a 2020 serían 6 años), evidenciando la necesidad de articular las 
competencias de los entes territoriales y la Nación, por medio del sistema nacional de 
atención y reparación a las víctimas, para garantizar el goce efectivo de sus derechos 
dentro del marco de la Sentencia T-025 de 2004. “Igualmente se ha requerido “c) La 
implementación, operatividad y eficacia del denominado plan victoria por una paz estable 
y duradera del comando general de las fuerzas armadas de Colombia…” 
 
Ahora bien, de los derechos más vulnerados a los Embera Katío del Alto Andágueda, es 
el de la consulta previa, en donde “… la Sentencia C-030 de 2008, de la Corte 
Constitucional, señala aspectos fundamentales como la participación en la toma de 
decisiones que llegaren a afectar la pervivencia física y cultural de los pueblos 
aborígenes” (Moreno, 2017). En este sentido:  
 
La incorporación de los conceptos como: áreas de atención prioritaria, estabilización y 
consolidación, factores de inestabilidad control institucional del territorio acción unificada. 
Liderazgo integrado y factores decisivos, entre otros, se requiere en el Chocó, más que 
en cualquier otro territorio de Colombia, dado que su falta de implementación ha hecho 
nugatorias más del 75% de las órdenes impartidas por el Tribunal en busca del goce 
efectivo de los derechos de los indígenas Embera Katíos. Restituidos en su territorio con 
la sentencia de la referencia; puesto que el no control del territorio ha servido de excusa 
al grueso de las entidades responsables para sustraerse de sus obligaciones misionales 
y funcionales en términos de falta de seguridad y dificultad de desplazamiento por el difícil 
acceso a la zona, basada en la falta de inversión en la infraestructura vial, razón por la 
cual la presencia institucional en el territorio es casi nula23. 
 
Así también, la falta de una debida interpretación de los saberes culturales del pueblo 
indígena Embera, no ha permitido un acertado diálogo para la aplicación e 
implementación de las órdenes dadas, razón por la cual, más de 15 de estas no se han 
podido cumplir a satisfacción pese a los esfuerzos y buenas intenciones de las 
instituciones o entidades a cargo: el ICBF, el DPS, Ministerio del Interior, ANT, ADR, 
sector de la salud, la Secretaría de Aguas y, por sobre todo, del Ministerio del Interior a 
través de su dirección para asuntos Indígenas, Rom y Minorías. Sobre todo, teniendo en 
cuenta que la mayoría de estas no han consultado los informes reconocidos y aportados 
por el Ministerio de Cultura sobre tejido social y cultura y del Ministerio de Medio 
Ambiente, sobre afectaciones al medio que hacen parte integral de la Sentencia24. 
                                                          
23 Véase en 
https://repository.oim.org.co/bitstream/handle/20.500.11788/975/Capitulo%2006.pdf?sequence=10&isAll
owed=y 







Según el derecho internacional de los derechos humanos, a través de la Declaración de 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, mediante su artículo 26 
determina que:  
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que 
tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o adquirido. 2. Los 
pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, 
territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otra forma 
tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra 
forma. 3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, 
territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las 
tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas (Naciones 
Unidas, 2018, p. 67).  
 
Sin embargo, los proyectos que han sido implementados no tienen en cuenta las 
características del pueblo y de las tierras como lo dejó ver la Defensoría del Pueblo:  
 
(…) la mayor parte de los proyectos productivos que han intentado implementar las 
entidades no tienen en cuenta las particularidades del territorio y de las comunidades, 
(…) las condiciones climáticas y agroecológicas (…). Así mismo, en las respuestas 
entregadas por el DPS a los requerimientos de la CGR se evidenció la aplicación 
estandarizada de los programas cuya implementación fue ordenada en la Sentencia, esto 
es, su falta de enfoque diferencial (Defensoría del Pueblo, Contraloría General de la 
República y Procuraduría General de la Nación, 2016, p. 21). 
 
El incumplimiento después de la Sentencia ha dejado un descontento en la comunidad 
Embera, dado que sus dirigentes advierten que muchos de los programas no son los 
adecuados para ellos, como lo es la alimentación, el suministro de semillas, así como la 
educación, que no cuenta con los parámetros legales mínimos de funcionamiento, así 
como las adecuaciones de escuelas o colegios rurales con todos sus implementos. En 
este contexto:  
A la fecha tan solo podemos destacar el cumplimiento del SENA, el compromiso de 
FINDETER, quien en virtud de los requerimientos hechos, informa haber logrado corregir 
los yerros en la construcción de las aulas escolares que constituyen un ejemplo más de 
cómo y de qué manera, se desarrolla y opera la oferta institucional en el territorio 
chocoano y específicamente en el Resguardo Indígena sin enfoque diferencial y 
desatendiendo el objeto de la Justicia Transicional; así mismo, el esfuerzo hecho por el 
DPS y la ADR en implementar alguna clase de proyectos productivos en el resguardo 
indígena25. 
 
Una de las dificultades más notorias para el desalentador panorama de los Embera son 
las vías de acceso, como se mencionó en la Sentencia 007 de 2014, “existen dificultades 
debido a que el Alto Andágueda es una región con una geografía compleja, sin vías de 
acceso terrestre, y con una débil presencia del Estado” (Defensoría del Pueblo, 
Contraloría General de la República y Procuraduría General de la Nación, 2016). Es así, 
como: 
                                                          







Los fallos han sido favorables para la comunidad indígena, pero desafortunadamente no 
se ha cumplido en su totalidad (…) algunas instituciones tienen su voluntad de trabajar 
con las comunidades otros no, (…) eso nos causa dificultades para el cumplimiento y 
también por el difícil acceso a las comunidades indígenas y, de pronto, no hay garantías 
de seguridad para que las instituciones puedan llegar a las comunidades (Cárdenas, 
2016, p. 35).  
 
Como es el caso de la construcción de viviendas, donde:  
Respecto a la construcción de 29 viviendas para la población retornada, se registra un 
avance mínimo, toda vez que se han presentado demoras en los trámites internos del 
Banco Agrario que desembolsaría los recursos necesarios. Respecto de los problemas 
de saneamiento básico, se tiene que la empresa Aguas del Chocó y el Plan 
Departamental de Aguas (PDA), se encuentran adelantado dos proyectos, uno de ellos 
es sobre soluciones alternativas para el acceso a agua potable, el otro proyecto es sobre 
soluciones definitivas, con el que se van a beneficiar 10 comunidades del resguardo. La 
Agencia Nacional de Minería suspendió los 14 títulos mineros que habían sido otorgados 
a terceros, mientras las empresas involucradas no han emitido pronunciamiento alguno 
frente a los procesos de consulta previa a adelantar con las comunidades indígenas 
(Defensoría del Pueblo, Contraloría General de la República y Procuraduría General de 
la Nación, 2016, p. 76). 
 
En cuanto al medio ambiente y la minería ilegal, se ha indicado que por parte de la Fuerza 
Pública se han realizado operaciones con el objetivo de destruir maquinarias propias de 
la minería, “Sin embargo, los actores mineros se han confabulado con algunos miembros 
de las comunidades para seguir explotando los recursos naturales de la zona, lo que ha 
generado conflictos internos en el Resguardo” (Defensoría del Pueblo, Contraloría 
General de la República y Procuraduría General de la Nación, 2016, p. 78). “Respecto al 
proceso de consulta previa e informada, se advierte que en el Ministerio del Interior aún 






















El Estado social de derecho consiente que Colombia tenga en su Carta magna una 
innovación que le permite garantizar el bienestar de los ciudadanos, entre ellos, 
especialmente, las etnias indígenas, mediante las garantías básicas de respeto a los 
derechos humanos; sin lugar a dudas, el Estado trabaja a diario para mejorar lo 
establecido en la ley y en las diferentes sentencias mencionadas en el presente texto. 
Por otro lado, se ha declarado un estado de cosas inconstitucional debido a que no se 
ha garantizado la protección a los defensores de derechos humanos, haciendo un 
llamado a las autoridades de la república para que cese tal situación, solicitando “al 
Procurador General de la Nación y al Defensor del Pueblo, para que dentro de la 
obligación constitucional de guardar, proteger y promover los derechos humanos, den 
un especial favorecimiento a la protección de la vida de los defensores de los derechos 
humanos” (Sentencia T-590 de 1998). Así también:  
 
Las autoridades y líderes indígenas han expresado en diferentes espacios su 
inconformidad frente al cumplimiento de este fallo, consideran que el Estado le reconoce 
sus derechos en las instancias judiciales, pero se los desconoce en la realidad. En la 
audiencia de seguimiento a la Sentencia 007 de 2014, llevada a cabo en abril del 2017, 
un líder de la comunidad indígena expresó que: “Primero nos reconoce en estrados y 
luego nos deja a la deriva en medio de los intereses particulares de quienes hacen parte 
de las instituciones supuestamente encargadas de garantizarnos los derechos” (Tribunal 
Administrativo de Antioquia, 2017). 
 
La situación de conflicto armado que viven las comunidades indígenas en especial el 
pueblo Embera Katío, conlleva al deterioro del tejido social, integración comunitaria, 
pérdida de costumbres y, en el peor de los casos, desplazamiento forzado, muerte de 
líderes, reclutamiento forzado de hombres y mujeres de todas las edades, amenazas y 
humillaciones por parte de los grupos al margen de la ley. El conflicto armado es una 
realidad para el resguardo Alto Andágueda y el Estado debe garantizar, mediante las 
entidades correspondientes y las fuerzas militares, la paz en el lugar, sin embargo, 
pasará un tiempo mientras sean implementados los programas y ayudas que este 
pueblo necesita para garantizar su estabilidad física, y psicológica.  
 
Los grandes esfuerzos que los sujetos procesales hicieron para que se materializaran 
las órdenes, sin lugar a equívocos, debe servir de guía para los subsiguientes fallos que 
en materia de Restitución de Territorios se profieran en favor de las comunidades 
indígenas del país. En la etapa pos fallo, se hace un seguimiento a las órdenes 
impartidas en la Sentencia, con el fin de establecer el cumplimiento de las mismas, 
permitiendo identificar los cuellos de botella y avances, que en muchos de los casos 
generan como resultado la modulación de las órdenes en búsqueda de la 







ha adoptado como metodología las audiencias de seguimiento con las autoridades y la 
presencia del Ministerio Público, a quienes se exhorta para el cumplimiento de las 
órdenes. 
 
El pos fallo deja entre ver que las comunidades indígenas tienen una situación precaria 
por el desplazamiento de los indígenas que se van a otras ciudades en pro de encontrar 
una estabilidad económica y escapar del conflicto armado, así también la problemática 
de la minería. Sin embargo, la falta de comunicación de los entes estatales y 
gubernamentales con los integrantes de la comunidad, dificulta el cumplimiento de la 
Sentencia. Pero es necesario aclarar que la cultura también es un obstáculo para 
brindar ayudas, dado que en algunos casos ellos no comprenden cómo es la ayuda y 
con qué características será brindada.  
 
De otro lado, encontramos con mucha preocupación que los funcionarios públicos 
encargados de cumplir las órdenes, no cuentan con conocimiento acerca de las 
comunidades étnicas, lo que los lleva a realizar, en la mayoría de los casos, proyectos 
que una vez ejecutados, no son recibidos por la comunidad, como quiera que no 
cuentan con el enfoque diferencial étnico y este no ha sido concertado.  
 
Si bien al inicio de la implementación de la Ley, la Unidad de Restitución de Tierras se 
preocupó por la capacitación y socialización a los funcionarios públicos, esto al parecer 
no fue tan exitoso, pues en el trascurso del proceso se han avizorado yerros que 
obedecen a la falta de conocimiento en el tema étnico, y su consecuente enfoque 
diferencial. Igualmente se encuentra una deficiencia de personal en las instituciones, 
para cumplir con los objetivos misionales, dejando entrever que al país no se le había 
preparado para abordar esta problemática cultural.  
 
De hecho los mismos jueces se han visto en la encrucijada de cómo resolver algunos 
inconvenientes que se presentan, pues como no hay línea jurisprudencial en este 
sentido que los oriente, los lleva a generar improvisaciones que en muchas ocasiones 
ha generado inconformidad por parte de las instituciones, quienes continuamente se 
han sustraído del cumplimiento de las órdenes arguyendo falta de competencia. De 
hecho, el día 29 de enero de 2013, la Procuradora Judicial de Tierras, emitió concepto 
sobre la viabilidad de la medida cautelar, en donde grosso modo, se abarcaron temas 
sobre la competencia del juez de restitución de tierras en lo que al otorgamiento de 
títulos mineros respecta. A la luz de algunos, la judicatura tendría unos súper poderes 
en el sentido de poder acumular al proceso procedimientos de índole administrativo, de 








El mismo Decreto Ley 4633 de 2011, tiene algunos vacíos, que el juez ha tenido que 
resolver, de acuerdo con la interpretación subjetiva que de este Decreto se haga. Casos 
como, por ejemplo, la acumulación de solicitudes, informe de caracterización de daños 
y de afectaciones territoriales, elaboración de censos, entre otros, que ha generado 
retrasos en el cumplimiento de medidas cautelares y sentencias. 
 
Los términos que fueron establecidos para adelantar la caracterización de afectaciones 
en los decretos ley (dos meses calendario) resultan breves en relación con los múltiples 
aspectos que deben sortearse antes y durante la misma, antes de decidir la inscripción 
en el RTDAF. 
 
En alguno de los casos se solicitó, por ejemplo, por parte del juez de restitución de 
tierras, a varias entidades Amicus Curiae, con el fin de conocer el concepto de las 
mismas frente a la solicitud que le hiciera el accionante frente a la conformación de una 
mesa de diálogo para la formalización de la minería. Son precisamente este tipo de 
hechos, que no fueron previstos en la Ley ni en los decretos, y que ponen a la Judicatura 
y a los mismos funcionarios a improvisar frente a un universo tan complejo como es de 
las comunidades étnicas. 
 
Otro de los puntos importante de resaltar, es que el proceso de restitución de territorios 
colectivos está creando riesgos adicionales a sus reclamantes, lo que ha generado que 
la Unidad Nacional de Protección, UNP, previa orden judicial, haya tenido que 
establecer medidas inmediatas, individuales y colectivas para los representantes de los 
grupos étnicos que han venido liderando este tipo de acciones en el Chocó, puesto que 
las denuncias y reclamos los exponen a mayores amenazas. Pero como no todo es 
color de rosa, las medidas implementadas no responden al enfoque diferencial, y no 
son aptas tampoco para los territorios en los que ellos se encuentran. 
 
Se ha concluido por parte del Ministerio Público, que las confrontaciones entre los 
grupos armados al margen de la ley, y la fuerza pública, sumado a la histórica debilidad 
de la presencia institucional en dicho territorio son, en gran medida, las causas de los 
múltiples eventos de desplazamiento forzado de la comunidad Embera Katío del Alto 
del río Andágueda a las principales ciudades del país, siendo casi que imposible 
garantizar las condiciones para el retorno, debido a la insuficiencia de tropa para cubrir 








En efecto, no es procedente el retorno sin seguridad en la zona, por lo que debe haber 
un compromiso institucional por parte de las autoridades locales y de la Fuerza Pública 
para garantizar la seguridad y protección de la comunidad y, en general, para la 
recuperación del territorio, pues si bien en las audiencias de seguimiento adelantas por 
el juzgado se trataron temas de retorno para los indígenas desplazados, respecto al 
tema minero, en particular el retiro de maquinaria, no hubo coordinación institucional 
para su efectividad. En ese sentido, no se garantiza el retorno de la comunidad sin 
seguridad y sin medidas de recuperación del territorio por lo que es apremiante la 
articulación interadministrativa entre la Fuerza Pública y las autoridades locales para el 
logro de este cometido. 
 
Podría explicarse esta situación por la inoperatividad de las instancias de coordinación 
tanto a nivel territorial (CJT), como a nivel nacional (Comité Ejecutivo y subcomités 
técnicos) responsables de la coordinación interadministrativa para el cumplimiento de 
la política pública, a través del direccionamiento para la materialización de las 
decisiones judiciales emprendidas y dispuestas precisamente en favor de la reparación 
a las comunidades víctimas de la violencia. 
 
Por otra parte, a fin de dejar sin efectos algunas de las órdenes emitidas en la medida 
cautelar, contra esta fueron presentadas dos acciones judiciales distintas verbigracia, 
una acción de tutela y recurso de reposición ambos deprecados por la ANM y 
coadyuvados por el MME.  
 
Las excepciones-pretensiones (en el caso de la acción de tutela), que se emprenden 
contra la medida son violación al debido proceso, falta de competencia e improcedencia 
de la medida argumentada en el hecho de que no se está en presencia de afectaciones 
al territorio, pues no se ejecutan en la actualidad las actividades de exploración ni de 
explotación. Dentro de los argumentos expuestos por la Agencia Nacional de Minería 
podemos resaltar: 
  
* Desconocimiento del juez en los asuntos de minería, lo que hacen débiles y 
vulnerables las disposiciones determinadas con la medida. 
 
* Desconocimiento de derechos fundamentales de terceros que la pueden levantar a 








* Desconocimiento del carácter temporal o provisional de la medida, preventivo y de 
protección, que no determina o define una situación, por lo que en el trámite de medidas 
cautelares no se pueden dictar órdenes que definan la titularidad del territorio o de 
derechos patrimoniales de terceros, pues estos deben ser controvertidos dentro del 
proceso de restitución como tal, en donde además se garantiza el debido proceso 
(contradicción, defensa y práctica de pruebas) de terceros afectados con la medida.  
 
Lo paradójico es que las acciones contra la medida cautelar son precisamente elevadas 
por el propio Estado, contradiciendo su actuación, de lo que se puede determinar el 
carácter anti-Estado de la solicitud de medidas cautelares, y deja expuesta la debilidad 
de la política pública por ausencia de lineamientos del ejecutivo, debido a la 
inoperatividad de las instancias máximas de coordinación (Comité Ejecutivo) encargada 
de la adopción de lineamientos, lo que genera una desarticulación institucional en la 
materialización de la política pública, convirtiéndose el mismo Estado en una traba para 
el desarrollo de los cometidos estatales a través de sus políticas públicas ya definidas.  
 
La contradicción de intereses principalmente se debe a la ausencia de determinaciones 
de política estatal en el caso concreto, sobre ponderaciones entre la política económica, 
explotación de recursos no renovables versus la política pública de reparación a 
víctimas del conflicto armado y a la falta de coordinación institucional por medio de 
directrices para la efectividad de la política pública que promulga el gobierno en favor 
de las víctimas. 
 
Se insiste en que los ejes fundamentales para una adecuada materialización de la 
política pública, debe centrarse en la debida coordinación Nación-territorio, la 
articulación institucional, la adecuación diferencial de la política y la necesidad de 
robustecer el soporte financiero de la ley. Así lo consideró la Comisión de Monitoreo y 
Seguimiento a la Ley, en su segundo informe de seguimiento y monitoreo a la 
implementación a los decretos ley de víctimas indígenas, afrocolombianas, 
palenqueras, raizales y rom en el 2014. 
 
Sobre la preparación institucional para responder a las órdenes judiciales y a la política 
de restitución de derechos territoriales, el tema podría ser abordado desde varios 
tópicos, resultando importante resaltar, como se había indicado, los atinentes al tema 
misional y al gasto. 
 
Se sigue evidenciando la inquietud por parte de las instituciones del Estado, en el 







estas. Sobre este particular, habría que concluir si realmente se trata de un exceso o si, 
por el contrario, basado en la justicia de carácter transicional, las entidades tendrían 
que romper esos paradigmas y adquirir un verdadero compromiso con miras a lograr el 
fin común que precisamente pretendió esta normativa de carácter excepcional. 
 
Debemos insistir, algo que siguen sin entender algunas instituciones, y es que nos 
encontramos en el marco de una justicia transicional, que en principio posibilitaría que 
el operador judicial pudiera impartir órdenes que en condiciones normales no serían 
viables, pero que las amplias competencias, que le otorga la Ley 1448 y sus decretos 
ley, podría flexibilizar tal situación, lo cual no es de recibo en ocasiones por parte de las 
instituciones afectadas por las diferentes decisiones. 
 
De otro lado, se han presentado situaciones en las que las instituciones aducen falta de 
recurso humano que no les permite llevar a cabo sus funciones, cuando bien sabido es 
que inconvenientes de orden administrativo no eximen a las entidades del cumplimiento 
de ellas. 
 
Preocupa, de igual manera, la falta de continuidad en los procesos, específicamente 
referidos a cumplimiento de órdenes judiciales, situación que suele presentarse por la 
inestabilidad de los funcionarios públicos y el cambio de personal que da al traste con 
los resultados esperados y que, en muchas ocasiones, es invocado como excusa para 
justificar el retardo. 
 
Pues bien, parece que estas disposiciones que podría decirse que hacen parte del 
bloque de constitucionalidad, al ser interpretaciones de la CADH, no son conocidas por 
todas las entidades, pues no en muy pocos casos se hace la socialización de 
sentencias, proyectos y demás en el idioma español y no en la lengua propia, que les 
permita a los indígenas conocer qué está pasando en el proceso y cómo se les van a 
garantizar sus derechos. 
 
Basado en todo lo anterior, en lo que respecta a los temas étnicos, se observa un 
absoluto desconocimiento por parte de los actores institucionales de los desafíos que 
la etnicidad propone, lo que explica la ineficiencia de los procesos, lo que haría 
necesario, en primer lugar, una verdadera concientización y luego sí acudir a procesos 
de capacitación serios, socializaciones y acercamiento con las comunidades. Si bien la 
ausencia de presupuesto puede influir en la falta de ejecución, también lo es el 








Y es que debe recordarse que somos un Estado que constitucionalmente reconoció la 
diversidad étnica y cultural y que, por tanto, es obligación estatal respetar la diferencia 
y garantizar la pervivencia de todas las comunidades étnicas. 
 
Tal y como se viene indicando desde el mismo inicio de los procesos restitutorios, no 
se puede olvidar que las órdenes, para este tipo de procesos, resultan complejas y, en 
algunos casos, difíciles de cumplir por lo retirado de los territorios, el difícil acceso a 
estos, la falta de presencia estatal durante décadas, lo que implica cuantiosas 
inversiones que, en muchos de los casos, las autoridades regionales no están en 
capacidad de solventar, siendo preciso para ello, la inclusión dentro de la agenda de las 
entidades estatales, la adecuación de estos recursos como parte de la política pública 
que tienda a resolver de fondo el problema del desplazamiento forzado, despojo y 
hacinamiento en estas comunidades y su consecuente reparación integral con enfoque 
diferencial. Todo ello puede generar demoras e incumplimiento permanente de las 
decisiones judiciales, hasta tanto se realicen las asignaciones presupuestales, si es que 
esto se presenta, por parte de las entidades obligadas. 
 
En cuanto a la coordinación interinstitucional y enfoque diferencial étnico frente a las 
órdenes judiciales, podemos advertir que muchas de las instituciones no se han puesto 
a tono en sus estructuras para responder al enfoque diferencial en cada programa, que 
obedezca a las necesidades de las comunidades, respetando su costumbres 
ancestrales y su cosmogonía, es otro de los grandes retos que se deben asumir, pues 
no puede pretenderse que el programa que se implementa, por ejemplo, para la 
población campesina, o para población que habita en área urbana, sea el pertinente 
para las comunidades indígenas o afrodescendientes, que están asentadas 
generalmente en zonas rurales de difícil acceso, tal y como antes se mencionara.  
 
Es incomprensible, como en casos tan sensibles en donde se ventilan las vulneraciones 
de derechos de los pueblos étnicos, las entidades insistan en presentar proyectos a 
ejecutar sin un enfoque diferencial, en donde son pensados desde las urbes, desde 
nuestra cultura occidental, sin tener en cuenta que la Constitución Política ha 
reconocido a Colombia como un Estado pluricultural con diversidad étnica, tal y como 
antes se mencionara. 
 
Sin ir muy lejos, tenemos el más reciente ejemplo con las medidas de protección 
implementadas por la Unidad Nacional de Protección, que no han sido lo 







expuestos los líderes y lideresas de restitución de tierras y que ha culminado con hechos 
tan lamentables como el asesinato de muchos de ellos. 
 
Como si lo anterior fuera poco, las entidades involucradas en el cumplimiento de 
órdenes impartidas por el juez de restitución de tierras de Quibdó, que para el presente 
análisis es la jurisdicción que nos ocupa, no tiene en cuenta que cualquier medida 
asistencial, proyecto a elaborar e incluso entrada a su territorio colectivo, requiere de 
una concertación previa con las autoridades que las comunidades designen para tal fin, 
de tal suerte que se han llegado a celebrar reuniones sin la presencia de los líderes y 
hasta elaborar proyectos para implementar en un territorio colectivo, que después la 
comunidad no aprueba, por ser abiertamente contradictorios a sus intereses, porque no 
están en armonía con su cosmogonía. Lo anterior da como resultado que haya una 
dilación en el cumplimiento de órdenes y la restitución de derechos territoriales. 
 
Igualmente se observa que entidades como, por ejemplo, el Sena, DPS, ICBF, UARIV 
y Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, no implementan programas 
específicos para una comunidad, sino que son los mismos que realizan con ocasión de 
sus funciones. 
 
Subsisten deficiencias en relación con el recurso humano, para atender el ejercicio de 
caracterización y otras gestiones importantes que deben ser desarrolladas por la Unidad 
de Restitución de Tierras, si se tiene en cuenta la gran extensión de los territorios 
involucrados y el alto número de miembros que conforman las comunidades, 
dificultando la ejecución de las mismas con mayor celeridad. 
 
Se mantiene como debilidad la falta de articulación en las instituciones que se evidencia 
en especial cuando se imparten órdenes que involucran simultáneamente a las mismas, 
llevando ello a que la Judicatura o incluso el Ministerio Público sugiera que se nombre 
a uno de ellos como coordinador, sin exonerar de responsabilidad a las otras.  
 
Se sigue incurriendo en el hecho de que las estrategias implementadas por cada 
entidad para el cumplimiento de las órdenes, en muchas ocasiones no son idóneas, 
pues las gestiones no generan los resultados que se pretenden para hacer cesar un 
daño, o para resolver una problemática. 
 
Resulta lamentable advertir que hay una falta de coordinación interinstitucional entre las 







Nacional para que fortalezca la adecuación institucional en las entidades de orden 
nacional, departamental y municipal, necesaria para la garantía de los derechos, ayuda 
humanitaria, atención, asistencia y reparación integral con enfoque étnico, que 
garantice la pervivencia cultural de cada etnia.  
 
A pesar de todas las dificultades presentadas, sigue siendo positiva la presencia de las 
instituciones en el territorio, pues ello ha ocasionado que las comunidades se sientan 
más seguras, e incluidas socialmente por el Estado, a pesar de la desarticulación, falta 
de enfoque diferencial y ausencia de presupuesto para la adecuación de los programas.  
 
No hay que dejar de lado, que estamos frente a comunidades que desconfían de los 
funcionarios, pues sienten que no han tenido acciones positivas por parte de los jueces 
y que igualmente la actividad por parte del Estado ha sido casi nula, en cuanto a las 
garantías de sus derechos respecta. Esto ha llevado a que, por ejemplo, en los casos 
de Curvarado, Jiguamiando y Pedeguita, y Mancilla, hayan elevado solicitud a la CIDH 
para la adopción de medidas cautelares, en cuanto al tema de protección respecta, pues 
se evidencia una incapacidad de las autoridades colombianas de garantizar la 
seguridad de estos líderes y lideresas reclamantes de tierras. 
 
Es por ello que resulta imperioso que el Estado se ocupe de sus territorios, y que se 
visibilicen sus graves afectaciones étnicas, para tratar de dar solución a las mismas, 
generando la conciencia al Gobierno Nacional de disponer recursos y cumplir las 
funciones en los territorios de los cuales se ha sustraído por décadas. 
 
En lo que tiene que ver con la generación o profundización de conflictos interétnicos e 
intraétnicos o interculturales; si bien en la Medida Cautelar del Alto Andágueda, se 
celebró una conciliación, que generó acuerdos con el Consejo Comunitario de 
Cocomopoca, hoy en día no puede decirse que se ha superado la controversia, pero sí 
que se sigue trabajando en el mejoramiento de la relación para encontrar un respeto y 
cumplimiento a los mismos. 
 
En lo que tiene que ver con el impacto de la restitución respecto de controversias entre 
intereses privados versus intereses colectivos en los territorios colectivos, es un hecho 
la evidente tensión, con proyectos minero energéticos, cultivos de palma, explotación 
maderera, ganadería extensiva, tala de bosques, desaparición de especies, diligencias 
de desalojo, contaminación de ríos y construcción de puertos. Frente al tema de la 
ejecución de proyectos, se generan controversias, generalmente por tratarse de 







pretendan desarrollarse en zonas de sitios sagrados de la comunidad y que atentan 
contra la naturaleza preservada por esta como plantas medicinales y animales de caza. 
Sin embargo, esto no ha sido ajeno para la Judicatura, quien, en la mayoría de los 
asuntos sometidos a su consideración, le ha venido dando un tratamiento que beneficia 
a la comunidad y a sus derechos territoriales. 
 
Continúa la vinculación de algunos miembros de las comunidades con actividades que 
se ejercen de manera ilícita al interior de los territorios, lo que ha llevado a la 
participación de los miembros de las comunidades, quienes consecuencialmente se ven 
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